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CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE,

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

“2014, Año de las y los Jóvenes Coahuilenses”

ORDEN DEL DÍA DE LA DÉCIMA CUARTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO  ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

6 DE MAYO DEL AÑO 2014.

1.- LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA.

2.- DECLARATORIA DE APERTURA DE LA SESIÓN.
3.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA PROPUESTO PARA EL DESARROLLO DE ESTA SESIÓN.

4.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

6.- LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

7.- LECTURA DE INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS:

A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 19 BIS, DE LA LEY DE PROFESIONES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA.(RECONOCIMIENTO DE LA CLAUSULA DE CONCIENCIA Y AL SECRETO PROFESIONAL A LAS Y LOS PROFESIONISTAS QUE EJERZAN EN EL ESTADO)


B.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 8 Y DE LA FRACCIÓN V DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 100; Y AGREGAR DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.(AUMENTAR A UN MÍNIMO DE 8 AÑOS EL PLAZO DE CONSERVACIÓN DE LOS LIBROS Y REGISTROS PRESUPUESTARIOS Y DE CONTABILIDAD, ASÍ COMO LA INFORMACIÓN FINANCIERA DE LAS CUENTAS PÚBLICAS DE TODA ENTIDAD OBLIGADA)

C.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA AL ARTÍCULO 2 EL CONCEPTO DE REVICTIMIZACIÓN Y EL ARTÍCULO 32 BIS DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZÁLEZ TORRES” DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO. (PROTECCIÓN DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES PARA EVITARLES SUFRIMIENTOS CUANDO DEBAN INTERVENIR EN UN PROCESO JUDICIAL)
D.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA. 

E.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 126, EL 128 Y EL 129 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 82 BIS Y LAS FRACCIONES XIII Y XIV DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA. (GARANTIZAR EL ACCESO A SERVICIOS DE SALUD, VIVIENDA Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS OPERADORES DE UNIDADES DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE)
8.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE DICTÁMENES EN CARTERA:


A.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS, CON EL SENTIR DE LOS AYUNTAMIENTOS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 7° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.


B.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO DE LA LEY PARA LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN DE PERSONAS DEL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

C.- DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN DE PERSONAS, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

9.- PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA LA INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO.

10.- PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA LA INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL QUE SE INFORMARÁ SOBRE LA INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO Y SEGURIDAD QUE SE TIENEN  EN LAS MINAS DEL ESTADO DE COAHUILA.
11.- PROPOSICIONES DE GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DIPUTADOS:

A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZÁLEZ TORRES” DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA RESPETUOSAMENTE SOLICITE AL TITULAR DE LA ESTACIÓN TORREÓN, PARA QUE EN CONJUNTO EVALÚEN LA POSIBILIDAD DE QUE SEA CEDIDO EL TRAMO DE LA CARRETERA 30, CONOCIDO COMO TORREÓN-SAN PEDRO AL MUNICIPIO, YA QUE SE ENCUENTRA DENTRO DE LA MANCHA URBANA. ASI MISMO SE INICIEN DE INMEDIATO LABORES DE INSPECCIÓN EN COORDINACIÓN CON EL MISMO MUNICIPIO”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, “CON RELACIÓN A QUE ESTE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SE ADHIERA A LOS PLANTEAMIENTOS SEÑALADOS POR EL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, EN LA SESIÓN SOLEMNE DE ESTE CONGRESO CELEBRADA EL PASADO PRIMERO DE MAYO, EN RELACIÓN A LLEVAR A CABO LAS REFORMAS NECESARIAS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA QUE SITÚEN A NUESTRA ENTIDAD COMO GARANTE DEL PLENO ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA”. 

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

C.- INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA FLORESTELA RENTERÍA MEDINA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “CON RELACIÓN A LA CONSULTA INFANTIL Y JUVENIL EN EL ESTADO”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

D.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO CUAUHTÉMOC ARZOLA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “POR EL QUE SE SOLICITA RESPETUOSAMENTE AL DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), SE CREE UNA MAYOR INFRAESTRUCTURA EN MATERIA DE SALUD EN COAHUILA, ESPECIALMENTE EN LAS CIUDADES DE ACUÑA, PIEDRAS NEGRAS Y NAVA, CON LA FINALIDAD DE OTORGAR UNA EFECTIVA COBERTURA EN ESTE SERVICIO A SUS DERECHOHABIENTES”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

E.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “EN EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, A INCLUIR A SALTILLO EN EL PROYECTO DE INSTALAR UN TREN RÁPIDO DE PASAJEROS EN LA RUTA MÉXICO-MONTERREY”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

12.- AGENDA POLÍTICA:

A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, CON RELACIÓN A LAS ACCIONES AFIRMATIVAS PRESENTADAS POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DE COAHUILA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, A FAVOR DE LOS TRABAJADORES EN LOS POCITOS DE CARBÓN EN EL ESTADO DE COAHUILA.

B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO, PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y COORDINADOR  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE “UNA POLÍTICA SOCIAL TRASCENDENTE”.
13.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITATORIO PARA LA PRÓXIMA SESIÓN.

MINUTA DE LA DÉCIMA SEGUNDA SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL, DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, Y SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 28 MINUTOS, DEL DÍA 29 DE ABRIL DEL  AÑO 2014, Y ESTANDO PRESENTES 19 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DIO INICIO LA SESIÓN.

SEÑALADO LO ANTERIOR,  LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VALIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TOMARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DIO LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO, QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA AL ARTÍCULO 2 EL CONCEPTO DE REVICTIMIZACIÓN Y EL ARTÍCULO 32 BIS DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, SOBRE PROTECCIÓN DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES PARA EVITARLES SUFRIMIENTOS CUANDO DEBAN INTERVENIR EN UN PROCESO JUDICIAL. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÍA DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD PARA ESTE EFECTO.

6.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ.  AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÍA DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD PARA ESTE EFECTO.

7.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 126, EL 128 Y EL 129 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 82 BIS Y LAS FRACCIONES XIII Y XIV DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, SOBRE GARANTIZAR EL ACCESO A SERVICIOS DE SALUD, VIVIENDA Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS OPERADORES DE UNIDADES DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÍA DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD PARA ESTE EFECTO.

8.- SE DISPENSÓ LA SEGUNDA LECTURA DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN CINCO PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 7° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, EN MATERIA DE DESAPARICIÓN DE PERSONAS, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, ACOMPAÑADO DE LAS FAMILIAS QUE INTEGRAN EL COLECTIVO “FUERZAS UNIDAS POR NUESTROS DESAPARECIDOS Y DESAPARECIDAS EN COAHUILA (FUUNDEC)”, APROBADO LO ANTERIOR, LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE DEBERÁ PROCEDERSE A LA PUBLICACIÓN DE ESTA REFORMA CONSTITUCIONAL, ASÍ COMO SU ENVIÓ A LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO, PARA QUE SE RESUELVAN SOBRE SU APROBACIÓN.
10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LO GENERAL Y EN LO PARTICULAR, EL  DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LO GENERAL Y EN LO PARTICULAR, EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DE VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.
12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DORADAS EL NOMBRE DE “ENRIQUETA OCHOA”, EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL RECINTO LEGISLATIVO “VENUSTIANO CARRANZA” DEL CONGRESO DEL ESTADO, QUE PRERSENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA, CON RELACIÓN A INICIATIVAS PLANTEADAS POR EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, CUANDO ESTUVO EN FUNCIONES COMO INTEGRANTE DE ESTA LEGISLATURA, Y EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, PARA LA REFORMA DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO. 

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, LA PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA LA CELEBRACIÓN DE UNA SESIÓN SOLEMNE EL DÍA 1° DE MAYO DE 2014, EN EL MARCO DE LA CONMEMORACIÓN DEL DÍA DEL TRABAJO.

SE APROBARON POR UNANIMIDAD DE VOTOS, LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

15.- SOBRE “LA IMPORTANCIA DE TENER SUFICIENTES VACUNAS O ANTÍDOTOS EN LAS COMUNIDADES RURALES, PARA COMBATIR LAS PICADURAS O MORDEDURAS DE  ANIMALES VENENOSOS”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA MARÍA DEL ROSARIO BUSTOS BUITRÓN.

16.- SOBRE “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE SALUD A INTENSIFICAR LA VIGILANCIA SANITARIA A LOS ESTABLECIMIENTOS QUE MANEJAN, PROCESAN O EXPENDEN TODO TIPO DE ALIMENTOS QUE REPRESENTEN RIESGO PARA LOS CONSUMIDORES”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JUAN ALFREDO BOTELLO NÁJERA, CON LA MODIFICACIÓN SOLICITADA POR EL DIPUTADO FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL, EN EL SENTIDO DE QUE TAMBIÉN SE INCLUYA EN ESTE EXHORTO A TODOS LOS ESTABLECIMIENTOS QUE MANEJEN, PROCESEN, EXPENDAN Y REPARTAN  AGUA PURIFICADA.

17.- SOBRE “EXHORTAR NUEVAMENTE AL DIRECTOR GENERAL DE PEMEX, CON RELACIÓN A LA REUBICACIÓN DE LA TERMINAL DE ALMACENAMIENTO Y REPARTO DE LA PARAESTATAL, UBICADA EN LA COLONIA JARDINES  COLONIALES DE ESTA CIUDAD CAPITAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”, QUE PRESENTÓ EL  DIPUTADO VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ.

18.- SOBRE “SOLICITAR A LA ADMINISTRACIÓN DEL AEROPUERTO INTERNACIONAL PLAN DE GUADALUPE,  A TRAVÉS DE SERVICIOS ESTATALES AEROPORTUARIOS O LA INSTANCIA QUE SEA PERTINENTE DE ACUERDO CON SU NORMATIVIDAD, INFORMEN A  ESTA SOBERANÍA SOBRE LA SITUACIÓN QUE GUARDAN EN CUANTO A SU INFRAESTRUCTURA Y RECURSOS HUMANOS Y SI CONSIDERA EXISTE RELACIÓN ENTRE ESTO Y LOS HECHOS DE VERIFICATIVO RECIENTE”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA NORMA ALICIA DELGADO ORTIZ.
19.- SOBRE “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA DEL GOBIERNO FEDERAL A QUE, EN LA MEDIDA DE SUS POSIBILIDADES PRESUPUESTARIAS, ASIGNE UN NÚMERO MAYOR DE RECURSOS ECONÓMICOS AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A FIN DE ATENDER LA PROBLEMÁTICA DEL REZAGO EDUCATIVO QUE ACTUALMENTE PRESENTA NUESTRA ENTIDAD”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ.

20.- SOBRE “LA CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL CON INTEGRANTES DE ESTA LIX LEGISLATURA, PARA LA INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO Y SEGURIDAD QUE SE TIENEN EN LAS MINAS DEL ESTADO DE COAHUILA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO TURNADAS A LAS COMISIONES CORRESPONDIENTES.

21.- POR MAYORÍA DE VOTOS, NO SE CONSIDERO DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, EL PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “SOLICITAR AL AYUNTAMIENTO DE RAMOS ARIZPE, UN INFORME DETALLADO SOBRE EL PROCESO DE DISOLUCIÓN DE LA EMPRESA AGRA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, POR LO QUE LA PRESIDENCIA ORDENÓ TURNARLO A  LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA, PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.
22.- POR MAYORÍA DE VOTOS, NO SE CONSIDERO DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, EL PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “EXHORTAR AL INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE COAHUILA, A RETIRAR LOS SPOTS PUBLICITARIOS DONDE SE PROMUEVE ABIERTAMENTE LA IMAGEN DE SU PRESIDENTE LEOPOLDO LARA ESCALANTE, EN CONTRAVENCIÓN A LA NORMATIVIDAD ELECTORAL; ASIMISMO, QUE SE DÉ VISTA AL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL PARA QUE PROCEDA A LO CONDUCENTE Y, SE APLIQUEN LAS SANCIONES CORRESPONDIENTES AL CONSEJERO PRESIDENTE DEL IEPCC”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, POR LO QUE LA PRESIDENCIA ORDENÓ TURNARLO A  LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.
SE DIO LECTURA A LOS SIGUIENTES PRONUNCIAMIENTOS:

23.- “CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DE LA LIBERTAD DE PRENSA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.

24.- “EN RELACIÓN AL FALLECIMIENTO DEL PRESTIGIADO AUTOR COLOMBIANO GABRIEL GARCÍA MÁRQUEZ”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA MARÍA GUADALUPE RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ.
25.- “CON RELACIÓN AL APOYO A LA VOCACIÓN EMPRENDEDORA Y A LA EDUCACIÓN FINANCIERA, ANUNCIADO RECIENTEMENTE POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO INDALECIO RODRÍGUEZ LÓPEZ.
26.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO, PARA LA ELECCIÓN DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTES DE LA MESA DIRECTIVA, QUE ESTARÍAN EN FUNCIONES DURANTE EL TERCER MES DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA, QUEDANDO DE LA SIGUIENTE MANERA:

PRESIDENTE: 

FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ.

VICEPRESIDENTE:

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ.

VICEPRESIDENTE:

CUAUHTÉMOC ARZOLA HERNÁNDEZ.
EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, ASISTIENDO FINALMENTE 25 DE 25 LEGISLADORES.

LA PRESIDENCIA INFORMÓ QUE NO HABIENDO MÁS ASUNTOS QUE TRATAR, DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 16:00 HORAS, CON 50 MINUTOS  DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR A LAS 12:00 HORAS, DEL DÍA 6 DE MAYO DEL AÑO 2014.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 29 DE ABRIL  DE 2014.

DIP. MARÍA GUADALUPE RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ.

PRESIDENTA

	DIP. JOSÉ FRANCISCO RODRÍGUEZ HERRERA.
	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.

	SECRETARIO
	SECRETARIO


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

6 DE MAYO DE 2014

1.- INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA, CORRESPONDIENTES AL PRIMER TRIMESTRE DE 2014 DE LOS SIGUIENTES MUNICIPIOS:

ABASOLO, VILLA UNIÓN, ALLENDE, RAMOS ARIZPE, ZARAGOZA, SAN BUENAVENTURA, VIESCA, SIERRA MOJADA, PROGRESO, MUZQUIZ, JIMÉNEZ, FRANCISCO I. MADERO, MORELOS, OCAMPO, PIEDRAS NEGRAS, ACUÑA, LAMADRID, JUÁREZ, MATAMOROS, SALTILLO, TORREÓN, CANDELA, SABINAS, ARTEAGA, CUATRO CIÉNEGAS, SAN PEDRO, NADADORES, HIDALGO Y CASTAÑOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

2.- INFORMES DE AVANCES DE GESTIÓN FINANCIERA, CORRESPONDIENTES AL PRIMER TRIMESTRE DEL 2014, DE LAS SIGUIENTES ENTIDADES:

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MORELOS, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ACUÑA, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SABINAS, COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE SAN PEDRO, COAHUILA.

- AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA.

- FIDEICOMISO PUENTE INTERNACIONAL PIEDRAS NEGRAS II.

- CONSEJO PROMOTOR PARA EL DESARROLLO DE LAS RESERVAS TERRITORIALES DE TORREÓN.

- COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO DE ESTUDIOS SUPERIORES DE LA REGIÓN CARBONIFERA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ALLENDE, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE  FRANCISCO I. MADERO.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN MATAMOROS, COAHUILA.

- COLEGIO DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE VIESCA, COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA.

- INSTITUTO ESTATAL DE EDUCACIÓN PARA ADULTOS.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO MINERO DE COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN BUENAVENTURA, COAHUILA.

- CONSEJO ESTATAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA.

- FONDO DE GARANTÍA A LA PEQUEÑA Y MEDIANA MINERÍA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE TORREÓN.

- FOMENTO DE PROGRAMAS Y APOYOS PARA EL DESARROLLO DE LA MICRO Y PEQUEÑA EMPRESA.

- FONDO DE GARANTÍAS PARA EL IMPULSO A LA MICROEMPRESA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y OTROS BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL MUNICIPIO DE SALTILLO.

- PODER EJECUTIVO DEL ESTADO.
- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE MUZQUIZ.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE MONCLOVA.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA.

- COMISIÓN ESTATAL PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA URBANA Y RÚSTICA DE COAHUILA.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y BENEFICIOS PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE SALTILLO.

- SERVICIOS DE SALUD DE COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE GENERAL CEPEDA, COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- CONSEJO PROMOTOR PARA EL DESARROLLO DE LAS RESERVAS TERRITORIALES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- PARQUE ECOLÓGICO FUNDADORES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE LA MUJER DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA.

- INSTITUTO DE CAPACITACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA. 

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA.

- INSTITUTO DE SERVICIOS DE SALUD, REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL E INTEGRAL DEL ESTADO.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE COAHUILA.

- PODER JUDICIAL. 

- SECRETARÍA DE CULTURA.

- COLEGIO DE BACHILLERES DE COAHUILA.

- FIDEICOMISO PROGRAMA PERMANENTE DE AHORRO Y MICROCRÉDITO DE TORREÓN.
- PODER LEGISLATIVO.

- UNIVERSIDAD AUTONOMA DE COAHUILA.

- COMISIÓN ESTATAL DE VIVIENDA.

- AGUAS DE SALTILLO.

- AGUAS DE RAMOS ARIZPE.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE LA REGIÓN CENTRO DE COAHUILA.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE PLANEACIÓN DE SALTILLO.

- INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE COAHUILA.

- SERVICIO MÉDICO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CANDELA.

- PROMOTORA INMOBILIARIA PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO DE COAHUILA.

- INSTITUTO ESTATAL DEL DEPORTE.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MATAMOROS.

- SEGURO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- COMISIÓN COAHUILENSE DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE MÉDICO.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MUZQUIZ, SAN JUAN DE SABINAS Y SABINAS, COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA Y PROTECCIÓN DE DERECHOS, DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- SISTEMA MUNICIPAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO.
- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SALTILLO.

- FONDO DE LA VIVIENDA DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- INSTITUTO COAHUILENSE DEL CATASTRO Y LA INFORMACIÓN TERRITORIAL.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE CULTURA DE SALTILLO.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE ACUÑA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CASTAÑOS.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN PEDRO, COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

3.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE HIDALGO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA EL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL PERÍODO 2014-2017.

TÙRNESE A LA COMISIÓN DE ASUNTOS MUNICIPALES Y  ZONAS METROPOLITANAS

4.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA EL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL PERÍODO 2014-2017.

COMISIÓN DE ASUNTOS MUNICIPALES Y  ZONAS METROPOLITANAS

5.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA INSTALACIÓN E INTEGRACIÓN DEL CONSEJO CIUDADANO DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL.

TÙRNESE A LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA 

6.- OFICIO DE LA SINDICO DE MAYORÍA DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, MEDIANTE EL CUAL HACE COMENTARIOS RELACIONADOS A LA FORMA DE ACTUAR DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE DICHO MUNICIPIO Y SOLICITA LA INTEGRACIÓN DE UNA COMISIÓN INVESTIGADORA DE DIPUTADOS PARA QUE DETERMINE LA GRAVEDAD  DE LAS FALTAS Y OMISIONES DEL PRESIDENTE MUNICIPAL. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.

7.- INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE BIENES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.

8.- INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE CREA LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.

9.- INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIANTE POR EL QUE SE INSTITUYE EL PREMIO AL MÉRITO JURÍDICO “JACINTO FAYA VIESCA”, PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.

10.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE HIDALGO, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO LOS LOTES DE TERRENO QUE CONSTITUYEN EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO “SECTOR CATASTRAL 1 Y 2”, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES; EN VIRTUD DE QUE EL DECRETO EN EL QUE SE AUTORIZÓ DICHA OPERACIÓN, QUEDÓ SIN VIGENCIA AL TÉRMINO DE LA PASADA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

11.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE VILLA UNIÓN, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DE DOS ACUERDOS APROBADOS POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES  POSEEDORES, UN LOTE DE TERRENO DE PROPIEDAD MUNICIPAL, CON UNA SUPERFICIE DE 38-78-99.08 Y OTRO DE 44,767.49 M2 HECTÁREAS, QUE CONSTITUYEN LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS IRREGULARES, DENOMINADOS “SECTOR ORIENTE” Y “SECTOR DEL NORTE” DE ÉSE MUNICIPIO, LO ANTERIOR EN VIRTUD DE QUE LOS DECRETOS EN LOS QUE SE AUTORIZARON DICHAS OPERACIONES, QUEDARON SIN VIGENCIA AL TÉRMINO DE LA PASADA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL. 

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

12.- OFICIO DEL SECRETARIO DE FINANZAS, MEDIANTE EL CUAL PRESENTA LOS INFORMES MENSUALES DE INGRESOS Y EGRESOS CORRESPONDIENTES A LOS MESES DE ENERO Y FEBRERO, ASÍ COMO AL TRIMESTRE ENERO-MARZO DE 2014, EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO EN LA FRACCIÓN XIII DEL ARTÍCULO 84 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y PARA LOS EFECTOS QUE CORRESPONDAN. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

13.- OFICIO DE LA VICEPRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA DE SENADORES, MEDIANTE EL CUAL COMUNICA, SOBRE LA CLAUSURA DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO DE LA SEXAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL CONGRESO DE LA UNIÒN.

DE ENTERADO

14.- OFICIO DE LA SECRETARIA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA COMISIÒN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÒN, MEDIANTE EL CUAL COMUNICA, DE LA INSTALACIÒN E INTEGRACIÒN DE DICHA COMISIÒN, CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO RECESO DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO DE LA SEXAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL CONGRESO DE LA UNIÒN.

DE ENTERADO

15.- OFICIO DEL LIC. RUBÈN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA PROPUESTA DE 6 CANDIDATOS PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS CARGOS DE CONSEJEROS DEL CONSEJO PARA LA PROTECCIÒN Y PROMOCIÒN DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE.

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE FINANZAS

16.- OFICIO DEL LIC. RUBÈN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA PROPUESTA DE TRES CANDIDATOS PARA LA DESIGNACIÓN DEL CARGO DE DEFENSOR DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE.

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÒN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE FINANZAS

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 29 DE ABRIL DE 2014.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 29 de abril de 2014, la Presidencia de la Mesa Directiva informa lo siguiente:

1.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría Salud en el Estado, el Punto de Acuerdo aprobado, sobre la “Importancia de tener suficientes Vacunas o Antídotos en las comunidades rurales, para combatir las picaduras o mordeduras de animales venenosos”, planteada por la Diputada María del Rosario Bustos Buitrón, del Grupo Parlamentario “profesora Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

2.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría Salud en el Estado, el Punto de Acuerdo aprobado, en el que se, “Exhorta a la Secretaría de Salud a  intensificar la vigilancia sanitaria  a  los establecimientos que manejan, procesan o expenden todo tipo de alimentos que representen riesgo para los consumidores”, planteada por el Diputado Juan Alfredo Botello Nájera del Grupo Parlamentario “Profesora  Dorotea de la Fuente Flores“, del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
3.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió al Director General de PEMEX, el Punto de Acuerdo aprobado, en relación a  “Exhortar al Director General de Pemex para la reubicación de la terminal de almacenamiento y reparto de la Paraestatal, ubicada en la colonia Jardines Coloniales de esta Ciudad Capital del Estado de Coahuila de Zaragoza”, planteada por el Diputado Víctor Manuel Zamora Rodríguez, para los efectos procedentes.
4.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió al Director de la Administradora Coahuilense de Infraestructura y Transporte Aéreo en el Estado, el Punto de Acuerdo aprobado, en el que “Solicita a la Administración del Aeropuerto Internacional Plan de Guadalupe, a través de Servicios Estatales Aeroportuarios o la instancia que sea pertinente de acuerdo con su normatividad, informen a esta Soberanía sobre la situación que guarda en cuanto a su infraestructura y recurso humano y si considera existe relación entre esto y los hechos de verificativo recientemente”, planteada por la Diputada Norma Alicia Delgado Ortíz, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.
5.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaria de Educación Federal, el Punto de Acuerdo aprobado, en el que “Este H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, solicita respetuosamente a la Secretaría de Educación Pública del Gobierno Federal a que, en la medida de sus posibilidades presupuestarias, asigne un número mayor de recursos económicos al Estado de Coahuila de Zaragoza a fin de atender la problemática del rezago educativo que actualmente presenta nuestra entidad”, planteada por el Diputado Simón Hiram Vargas Hernández, Coordinador del Grupo Parlamentario "Apolonio M. Avilés, Benemérito de la Educación" del Partido Nueva Alianza, para los efectos procedentes.

6.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió a la Junta de Gobierno de este Congreso, el Punto de Acuerdo aprobado, sobre “Creación de una Comisión Especial con integrantes de esta LIX Legislatura, para que se informe sobre la inspección, vigilancia y control de las condiciones de trabajo y seguridad que se tienen en las minas del Estado de Coahuila”, planteada por el Diputado Samuel Acevedo Flores, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, para los efectos procedentes.

7.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública de este Congreso el Punto de Acuerdo, con “Objeto de que esta Soberanía solicite al Ayuntamiento de Ramos Arizpe, un informe detallado sobre el proceso de disolución de la empresa AGRA”, planteada por el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez conjuntamente con el Diputado Edmundo Gómez Garza, del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Esther Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
8.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de este Congreso el Punto de Acuerdo, con “Objeto de que esta Soberanía exhorte al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, a retirar los spots publicitarios donde se promueve abiertamente la imagen de su presidente Leopoldo Lara Escalante, en contravención a la normatividad electoral; asimismo, que se dé vista al Instituto Nacional Electoral para que proceda a lo conducente y, se apliquen las sanciones correspondientes al Consejero Presidente del IEPC”, planteada por el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, conjuntamente con el Diputado Edmundo Gómez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Esther Zavala Gómez del Campo”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 6 DE MAYO DE 2014.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ.

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

P R E S E N T E.-

El de la voz; Diputado SIMÓN HIRAM VARGAS HERNANDEZ, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza; “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN, de la Quincuagésima Novena (LIX) Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento con los Artículos 59 Fracción I; y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; Artículo 22 Fracción V; 144, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, comparezco con la finalidad de proponer la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE PROFESIONES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Fundando lo anterior en la siguiente:





EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La cláusula de conciencia, y el secreto profesional son derechos humanos, que con el desarrollo y evolución de las sociedades modernas, estás se tornan cada vez más complejas; que desde el punto de vista jurídico estos derechos se encuadrarían en la tutela de la garantía de libertad de trabajo.

El Maestro Ignacio Burgoa se refiere a las garantías de libertad como: “la facultad que tiene el individuo de elegir la ocupación que más le convenga para conseguir sus fines vitales, es la manera indispensable sine qua non, para el logro de su felicidad y bienestar”.

Partiendo de este sentido cuando un individuo en el ejercicio de su libertad laboral cae en el supuesto de que cambien las condiciones laborales y éstas vayan en contra de su moral o ética profesional,  podría buscar rescindir su contrato, sin que éste haya cumplido la fecha para su término. Entonces, estaríamos ya en un supuesto de aplicar la cláusula de conciencia. La cláusula de conciencia es la manifestación más aceptada en el derecho vigente de lo que sucede en los derechos de las y los profesionistas en una la relación laboral.

Esta cláusula de conciencia históricamente responde al interés de brindar a las y los profesionales, en el ejercicio de su actividad el respeto a sus opiniones, sean políticas, religiosas, morales, etc. Los orígenes de ésta figura se pueden ubicar en Italia en el año1901. En dicho país, la Corte de Casación ratifica dos sentencias de un tribunal de Roma que obligaban a indemnizar a periodistas que se vieron forzados a abandonar sus puestos de trabajo, a raíz de una modificación brusca y radical de la línea del periódico.

Ahora bien, analizando el secreto profesional entendido este como: “la obligación, el deber y el compromiso legal que tienen ciertas profesiones de salvaguardar en secreto la información que han recibido de sus clientes. Este es mantenido incluso durante un juicio. Entre estos profesionales, cabe mencionar como casos más típicos el abogado, el médico, el informático, el psicólogo, el periodista, el asesor fiscal, las compañías de seguro o el trabajador social.

Dentro de las garantías laborales y relacionándolo también; la cláusula de conciencia identifica al secreto profesional como un derecho humano, que el individuo tiene a reservarse información propia de su profesión o en el ejercicio de ésta, que vaya en detrimento de su moral, sus buenas costumbres o su ética profesional. En este sentido se tendría que otorgar el derecho guardar la información ya como derecho humano debe ser tutelado y garantizado.

En base en lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración de esta Soberanía Popular, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE PROFESIONES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona el artículo 19 BIS, de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

ARTÍCULO 19 BIS.- Se reconoce el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional, a las y  los profesionistas que ejerzan en el Estado; tiene por objeto garantizar la independencia en el desempeño de las funciones profesionales.

En tal virtud la cláusula de conciencia y el secreto profesional, podrán ejercer en los siguientes supuestos:
I. Cuando cambien la condiciones laborales y estás vayan en contra de la moral o ética profesional, del individuo. 
II. Cuando al individuo se le haya revelado información, propia de su profesión o en el ejercicio de está, que vaya en detrimento de su moral, sus buenas costumbres o su ética profesional. 
III. Cuando al profesionista se le obligue a participar, elaborar, crear o ejecutar contrato laboral, que este, en contra de sus principios éticos. 

En tales supuestos el profesionista tiene derecho a solicitar rescindir su contrato sin que esté haya cumplido la fecha para su término.

TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.
SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Saltillo Coahuila a los 06 días del mes de Mayo de 2014.
ATENTAMENTE

___________________________________

Diputado Simón Hiram Vargas Hernández

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

“APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez conjuntamente con el diputado Edmundo Gómez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Esther Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 8 Y DE LA FRACCIÓN V DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 100; Y AGREGAR  DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos

El proceso de investigación y sanción de los órganos de fiscalización de las legislaturas estatales suele ser, salvo honrosas excepciones, largo y tortuoso, puede consumir varios años hasta su total conclusión.  

En este proceso quedan obligados los entes fiscalizados a conservar sus cuentas públicas y la documentación justificativa y comprobatoria por el plazo que resulte necesario; igualmente, la Auditoría Superior del Estado debe, por simple lógica elemental, conservar toda la documentación de cada caso.

En la práctica se generan serios conflictos con respecto a los documentos que pueden o no ser destruidos, ya que no sólo se trata de verificar que sean asuntos ya prescritos o sin procesos de investigación  y sanción de por medio; sino que en muchos casos, son documentos que por cuestiones jurídicas, financieras o contractuales, pueden guardar relación con otros que no deben ser destruidos o dados de baja del sistema de archivos de cada entidad.

Otro conflicto lo representa el derecho de acceso a la información de los ciudadanos, ya que la destrucción de archivos financieros o relativos a la revisión de las cuentas públicas, bajo el argumento de que se “procedió conforme a derecho para ese fin”; los priva de conocer documentos relevantes que ya no podrán ver o analizar nunca más una vez consumada la destrucción, y la información financiera de la administración pública es por mucho la que más le interesa conocer a los ciudadanos en comparación con otros rubros y temas. 

Un tercer conflicto es el que se deriva del hecho  de  que conforme a la legislación de fiscalización, las cuentas públicas y los informes de avance se hacen públicos una vez cumplidos ciertos requisitos; pero,  no se publica la información justificativa y comprobatoria de cada cuenta. Es decir, el ciudadano debe conformarse con lo que le reporten por medio de Internet los órganos de fiscalización, sin poder ver los documentos que acrediten que todo es verdad. Y, de acuerdo a la Ley General de Contabilidad Gubernamental, esto podrá hacerse paulatinamente hasta comienzos del 2015.

Actualmente, nuestro ordenamiento de fiscalización dispone en materia de conservación de documentos lo siguiente:

Artículo 8.  

1. Las entidades conservarán en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas durante un plazo mínimo de cinco años y mientras no prescriban las acciones derivadas de las operaciones en ellos consignadas; su conservación o destrucción se realizará en los términos de la ley de la materia. 

Este dispositivo se refiere de modo exclusivo a las entidades fiscalizadas, y no a la Auditoría Superior del Estado; y debemos mencionar que no existe una disposición igual para la ASE en este ordenamiento, a excepción de lo que dispone el artículo:

Artículo 100. 

1. El Auditor Superior tendrá las siguientes atribuciones: 

B. Son atribuciones indelegables: 

V. 
Emitir la normatividad correspondiente para la baja, devolución o destrucción de la documentación que obre en sus archivos, de conformidad con las disposiciones aplicables en la materia... 

Acudimos al derecho comparado y revisamos las leyes de fiscalización de varios estados de la República, encontrando diferencias importantes como las que se enlistan a continuación:

Ley de Fiscalización Superior del Estado de México:

Artículo 33.- La Secretaría de Finanzas, Planeación y Administración y las Tesorerías Municipales, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, expedirán las bases y normas de carácter administrativo para la baja de documentos justificativos y comprobatorios para efecto de guarda o custodia de los que deban conservarse, microfilmarse o procesarse electrónicamente, sujetándose a las disposiciones legales establecidas en la materia.

Los microfilms y los archivos guardados mediante procesamiento electrónico a que se refiere el párrafo anterior, tendrán el valor que, en su caso, establezcan las disposiciones legales aplicables a las operaciones en que aquellos se apliquen.

Artículo 34.- El Órgano Superior conservará en su poder las cuentas públicas del Estado y municipios de cada ejercicio fiscal y los informes de resultados de su revisión, en tanto no prescriban las responsabilidades derivadas de las irregularidades que se observen en las operaciones objeto de revisión. Asimismo, conservará las copias autógrafas de los pliegos que formulen y copias de los trámites que hubiere realizado ante las instancias competentes para la presentación de denuncias o querellas penales derivadas del ejercicio de sus funciones.

Ley de la Auditoría Superior del Estado de Sinaloa:

Artículo 39. Las entidades fiscalizadas estarán obligadas a conservar la documentación comprobatoria de su contabilidad en archivos físicos, cuando menos por seis años. Transcurrido este plazo, el Congreso del Estado, a través de la Auditoría Superior del Estado, podrá autorizar la destrucción de la documentación, siempre y cuando ésta se haya respaldado en medios electrónicos no regrabables.

En el caso de los documentos que representen obligaciones económicas contractuales, éstos sólo se podrán destruir como lo dispone el párrafo anterior, siempre y cuando haya concluido el término legal de la prescripción, previa expedición del finiquito correspondiente.....

Artículo 40. La Auditoría Superior del Estado conservará en su poder las cuentas públicas y los informes de resultados, mientras no prescriban sus facultades para fincar las responsabilidades derivadas de las irregularidades que, en su caso, se detecten en las operaciones objeto de revisión, así como las copias autógrafas de las resoluciones en las que se determinen las indemnizaciones y sanciones resarcitorias y se finquen responsabilidades; asimismo los documentos que contengan las denuncias o querellas penales que se hubieren formulado, como consecuencia de los hechos presuntamente delictivos que se hubieren evidenciado durante la referida revisión.....

Ley de Fiscalización Superior del Estado de Nuevo León:

Artículo 11.- Las bases y normas para la baja de documentos justificatorios y comprobatorios, para efecto de destrucción, guarda y custodia de los que deban conservarse, microfilmarse o procesarse electrónicamente, serán las que expida el Consejo Nacional de Armonización Contable, de conformidad con la Ley General de Contabilidad Gubernamental.

....

Artículo 12.- La Auditoría Superior del Estado conservará en su poder las Cuentas Públicas, mientras sean exigibles, conforme a los plazos de prescripción que señalen la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León y las leyes del Estado para las responsabilidades derivadas de las presuntas irregularidades que, en su caso.....

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas para el Estado de Puebla:

Artículo 28.- La Auditoría Superior conservará en su poder la documentación de la Cuenta Pública de cada ejercicio o periodo y los Informes del Resultado correspondientes, mientras no prescriban las facultades para fincar las responsabilidades derivadas de las irregularidades que se detecten en las operaciones objeto de revisión. También recabará y conservará por el tiempo que establezcan las disposiciones aplicables, las copias autógrafas de las resoluciones en las que se finquen responsabilidades administrativas o resarcitorias; así como los documentos que contengan las denuncias o querellas penales que se formulen como consecuencia de los hechos probablemente delictivos que se hubieren evidenciado durante la referida revisión. 

Artículo 29.- La Auditoría Superior emitirá las reglas de carácter general para devolver o destruir la documentación que obre en sus archivos después de que prescriban sus facultades de fiscalización, siempre y cuando la que se ordene destruir se haya microfilmado, digitalizado, escaneado o respaldado por algún otro medio, observando lo que para tal efecto establezca la Ley de Archivos del Estado y demás disposiciones aplicables.

Similares disposiciones encontramos en los ordenamientos de otras entidades federativas. De su lectura se desprenden algunas consideraciones muy importantes y son las siguientes:

I.- El deber de conservar los documentos de las cuentas públicas es tanto para las entidades fiscalizadas como para los órganos fiscalizadores en sus respectivos ámbitos de competencia.

II.- Los documentos relativos a las cuentas públicas y los que respaldan estas tienen valor histórico, y por ello algunas entidades han legislado para que se conserven más allá de los acuerdos para su destrucción. Como ejemplo: En Coahuila nadie quiere que los documentos de la deuda de Coahuila, la cuentas pública del estado del año 2010 (donde constan las anomalías de la deuda) y demás relativos, desaparezcan en cinco años....ni en 10, 20 o 30. 

III.- Los ciudadanos tienen el derecho de acceder a los documentos de las cuentas públicas, especialmente los que fueron reservados mediante acuerdo en su momento por alguna razón, y aquellos que por reserva constitucional no pudieron publicarse, pero, en determinado tiempo y cumpliéndose los requisitos de ley, se ordena su destrucción.  Y en esto debemos tomar en cuenta que en algunos casos, el plazo de reserva de un documento puede rebasar por mucho al plazo de conservación mínima de cinco años que señala el artículo 8, entonces, ¿qué pasará cuando la reserva termine y se ordene la destrucción inmediata del documento?

Consideramos necesario ajustar los artículos citados en el proemio de la presente  la realidad aquí planteada. 

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido del artículo 8, y el contenido de la fracción V del apartado B del artículo 100, y se agregan dos párrafos al artículo 114 de la Ley de Fiscalización Superior para el estado de Coahuila, para quedar como sigue:    

Artículo 8.  

1. Las entidades conservarán en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas durante un plazo mínimo de ocho años años y mientras no prescriban las acciones derivadas de las operaciones en ellos consignadas; su conservación o destrucción se realizará en los términos de la ley de la materia  y con la autorización del Congreso del Estado por conducto de la Auditoría Superior.

Autorizada la destrucción de documentos, estos deberán respaldarse en microfilm u otros medios electrónicos de alta seguridad y duración, y ponerse al acceso del público en los términos de la  Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales  y  la Ley de Archivos Públicos del estado. 

Los documentos respaldados tendrán el valor probatorio que determinen las leyes aplicables.......

Artículo 100. 
1.....

A....

I  a la XVII...

B.....

I a la IV.....

V. 
Emitir la normatividad correspondiente para la baja, devolución o destrucción de la documentación que obre en sus archivos, de conformidad con las disposiciones aplicables en la materia y de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 8 y 114 de la presente ley. 

VI.....

Artículo 114.

1. Párrafo primero.

La Auditoría Superior conservará en su poder las cuentas públicas y los informes de resultados, las documentos de las auditorías practicadas y aquellos donde consten los procesos de investigación y sanción, las denuncias y querellas presentadas en contra de las entidades fiscalizadas, así como todo lo relacionado con su quehacer en relación a los procesos de fiscalización de las cuentas públicas hasta que prescriban o queden sin efecto las responsabilidades o consecuencias jurídicas de cada caso.

Para proceder a la destrucción de cualquiera de los documentos antes señalados, la Auditoría deberá sujetarse a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 8. 

Artículo 115. 

1........

TRANSITORIO
Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  06 de mayo de 2014

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Licenciada Margarita Esther Zavala Gómez del Campo”

DIP. Fernando Simón Gutiérrez Pérez

DIP.   Edmundo Gómez Garza

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA AL ARTICULO 2 EL CONCEPTO DE REVICTIMIZACIÓN Y EL ARTICULO 32 BIS  DE LA LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA QUE PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZALEZ TORRES” DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO. 

H. PLENO DEL CONGRESO INDEPENDIENTE

LIBRE Y SOBERANO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

EXPOSICION DE MOTIVOS

Nuestra Constitución en su artículo 4, párrafo sexto y séptimo establece: En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio de interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. “Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.  Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.”

El reconocimiento de la infancia como un grupo diferente al de las personas adultas,  en virtud de las características estructurales propias de la persona, conlleva a un trato diferenciado para ésta. Debido a que las niñas, niños y adolescentes tienen características cognitivas y emocionales diferentes en general frente a los adultos y en particular entre cada uno de ellos,  las cuales se ponen de manifiesto de manera evidente cuando participan en un procedimiento judicial. 

Una parte de los derechos de la infancia  está vinculada  con el acceso a la justicia, lo que implica que las personas encargadas de impartir justicia en el poder judicial del Estado, deben estar encargados de garantizar el respeto de dichos derechos por lo que las decisiones que se tomen deberá garantizarse la protección más amplia para las niñas, niños y adolescentes. Ello demanda la adecuación  del sistema judicial a sus necesidades mediante el desarrollo de acciones especiales para lograr que la niña, niño o adolescente  comprenda  el escenario en que participa, pueda expresarse libremente y quienes imparten justicia puedan  comprender la expresión infantil.

Cuando un menor de edad  participa en un procedimiento judicial, las diferencias estructurales se hacen evidentes, ya que este se encuentra dirigido para los adultos y generalmente quienes en éste se desenvuelven, suelen estar ajenos al lenguaje infantil; además de que el lenguaje utilizado en los procesos judiciales  es particularmente complejo y los espacios institucionales suelen ser intimidantes para ellos.

La vivencia del niño, niña o adolescente en el procedimiento judicial les genera  un impacto significativo no solo en el momento y actuación durante el mismo, sino  también a futuro. De esta forma, además de haberse enfrentado a una situación complicada, razón por la cual forma parte del proceso judicial, puede ser objeto de una revictimización dentro del mismo proceso judicial al enfrentarse  a un proceso que le resulta ajeno y atemorizante.

Para no contribuir  en tal sentido la Suprema Corte de la Nación en su Protocolo de actuación para quienes imparten justicia que implique a niñas, niños o adolescentes establece que: “La presencia de la niña, niño o adolescente en actuaciones judiciales debe reservarse únicamente  para la aportación de nuevo elementos  y evitar toda repetición de prácticas que los involucren directamente, debido a que la repetición de las actuaciones puede ser interpretada como señal de haberse equivocado en su participación previa  y puede provocar contradicciones que no son indicativas de falta de veracidad de su dicho”.

Además someterlos a ese estrés, incrementa sustancialmente el impacto negativo de cada participación judicial, lo cual visiblemente lo estaría sometiendo a una doble victimización.

Por ello al asegurar que en la diligencia judicial se encontrará personal capacitado del Centro de Evaluación Psicosocial del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, todo niña, niño o adolescente será tratado con respeto  y sensibilidad, atendiendo a su dignidad durante todo el proceso, teniendo en cuenta  su situación personal así como sus necesidades inmediatas y especiales pero sobre todo anteponiendo su integridad física, mental y moral.

Los directrices sobre la justicia  en asuntos concernientes a los niños víctimas  y testigos de delitos, emitido por el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) establece en su capítulo VIII el derecho a ser protegido contra sufrimientos durante el proceso de justicia.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA AL ARTICULO 2 EL CONCEPTO DE REVICTIMIZACIÓN Y EL ARTÍCULO

32 BIS  DE LA LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA.
ÚNICO.- Se adiciona al artículo 2 el concepto de revictimización y el artículo 32 BIS de la Ley para la Protección de los derechos y deberes de las niñas, niños y adolescentes en el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

Titulo Primero

Disposiciones Generales

Capitulo Único.

Disposiciones Generales

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por:

…  …

Revictimización: la victimización producida no como resultado directo  de un acto delictivo en el cual el niño, niña o adolescente estuvo presente, sino por la respuesta de las instituciones y personas individuales  en relación con la víctima.

…  …

Capitulo Xl

Del Derecho a opinar

Artículo 32 BIS.- Impedir en el proceso judicial  la realización de prácticas o procedimientos que conduzcan a la revictimización de la niña, niño o adolescente, que les cause estrés psicológico  como consecuencia de las declaraciones reiteradas, rememorar los hechos de una ambiente  muy formal y distante, que no permita la comprensión y tranquilidad del niño, niña o adolescente, interrogatorios repetidos, demoras prolongadas e innecesarias, la declaración frente a la persona acusada y otros requerimientos legales que puedan ser intimidantes, y causar repercusiones a largo plazo en su desenvolvimiento para que su experiencia sea lo menos perjudicial posible.

Debiendo en todo momento la autoridad, solicitar la comparecencia de personal especializado del Centro de Evaluación Psicosocial del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, esto para efectos  de asistir al menor en toda diligencia  a la que comparezca.

T R A N S I T O R I O S:

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de la fecha de publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila; a 29 de Abril de 2014.

ATENTAMENTE

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZALEZ TORRES”
DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”
DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ
H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

P R E S E N T E.-

El de la voz; Diputado SIMÓN HIRAM VARGAS HERNANDEZ, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza; “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN, de la Quincuagésima Novena (LIX) Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento con los Artículos 59 Fracción I; y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; Artículo 22 Fracción V; 144, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, comparezco con la finalidad de proponer la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA PARA EL ESTADO DE  COAHUILA DE ZARAGOZA.

Fundando lo anterior en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Como es de su conocimiento, el Estado de Coahuila de Zaragoza se ha distinguido por ser de las entidades federativas más prontas en adecuar sus Leyes y funciones a los marcos estipulados por el Gobierno Federal y sus dependencias. Dentro de la  presente iniciativa de Ley se pretenderá regular la aplicación de la Firma Electrónica para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

La Firma Electrónica es uno de los más importantes avances tecnológicos que se han utilizado para garantizar las voluntades de las y los ciudadanos, manteniendo la misma validez jurídica que con la firma autógrafa y al mismo tiempo ahorrar considerablemente en insumos como lo son el papel, el tóner, entre otros. Una gran cantidad de empresas y organismos gubernamentales ya trabajan con la Firma Electrónica y demuestran que es una ventaja tanto para usuarios como para clientes.

Al contar con éste mecanismo en todas las dependencias y oficinas en nuestro Estado, lograremos abatir la corrupción y los excesos burocráticos que afectan a las y los ciudadanos, al mismo tiempo brindándole ahorros a ambas partes en materia de transportación, insumos y elaboración de documentos, ya que existen al menos cien trámites y servicios susceptibles de aplicarla en el ámbito Estatal y Municipal, y que con esta determinación tecnológica, estaremos por un lado fomentando el uso y aprovechamiento de las nuevas tecnologías a favor de las y los ciudadanos y por otro lado generando ahorros económicos sustanciales para todos. 

Agilizando los trámites Estatales y Municipales se logrará una mejor relación con la ciudadanía y crearemos una sinergia en los trabajos gubernamentales a fin de romper esquemas y paradigmas de la antigua y lenta burocracia, ayudando con ello a que las y los ciudadanos puedan hacer más trámites en menor tiempo. 

Con esta Ley se pretende apoyar a las y los ciudadanos que son usuarios de Internet, que se les permita proporcionar validez a sus documentos por medio de una clave electrónica que a su vez proporcionará un organismo certificado; los beneficiados serán tanto la ciudadanía como el Gobierno. 

La mayor ventaja será la disminución considerable del riesgo de falsificación de documentos, donde la probabilidad de falsificación va de uno en diez mil, mientras que en una Firma Electrónica es de uno en diez millones.
Se contará con una Oficialía de Partes Electrónica que funcionará de acuerdo a la hora oficial mexicana, la cual asentará la fecha y hora en que todos los documentos son recibidos. El Gobierno del Estado, a través de su Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad, pretenderá fomentar entre el sector productivo y empresarial del Estado el uso de la Firma Electrónica para que la incorporen en todos sus procesos de operación. 

Todo documento que tenga un medio de papel o firma autógrafa podrá ser habilitado para contar con un formato electrónico y será admisible como prueba documental en cualquier acto jurídico. Asimismo la firma digital será válida para los prestadores de servicios y para aquellas personas que estén dotadas de fe pública, como notarios y corredores públicos, a efecto de agilizar los trámites que sean demandados por la ciudadanía. 

Debemos tener en cuenta la promulgación de leyes similares en otras entidades como; Guanajuato, Chiapas, Sonora, Yucatán, Jalisco y el Distrito Federal en donde ya existen, y  les está permitiendo crecer en el aprovechamiento de esta tecnología, ahorrar recursos y con ello contribuir al desarrollo sustentable de sus economías.

En ese orden de ideas, también podrá ser prestadora de servicios una “Entidad Pública” a efecto de que se gestione ante dichas Unidades Administrativas Gubernamentales Federales el convenio de colaboración con cualquiera de los tres poderes y niveles de Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para que faciliten o compartan su plataforma de Firma Electrónica, sin que implique costo alguno, logrando un ahorro significativo para el erario público.

Por lo anteriormente expuesto, esta Soberanía ha tenido a bien expedir la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto regular y promover el uso de la Firma Electrónica por parte de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Órganos Autónomos, Ayuntamientos del Estado de Coahuila de Zaragoza así como de los particulares; para agilizar, simplificar y hacer más accesibles todos los actos y trámites en que intervengan.

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Certificado Electrónico: El documento firmado electrónicamente por un prestador de servicios de certificación que vincula los datos de firma a su autor y confirma su identidad;
II. Secretaría: A la Secretaría de Finanzas
III. Datos de creación de Firma Electrónica: Los datos únicos, las claves o llaves criptográficas privadas, que el titular obtiene del prestador de servicios de certificación y se utilizan para crear la Firma Electrónica;
IV. Dispositivo de creación de Firma Electrónica: El mecanismo o instrumento por medio del cual se capta la Firma Electrónica o mensaje de datos y que al firmar el mismo le dan a éste un carácter único que asocia de manera directa el contenido del documento con la Firma Electrónica del firmante;
V. Dispositivo de verificación de Firma Electrónica: La aplicación por medio de la cual se validan los datos de creación de la Firma Electrónica para determinar si un documento o mensaje de datos, ha sido firmado utilizando la clave o llave criptográfica privada controlada por el firmante, permitiendo asociar la identidad del firmante con el contenido del documento o mensaje de datos por tener éste el resguardo físico y el control personal del certificado electrónico;
VI. Documento Electrónico: El documento o archivo electrónico en cualquier formato sea éste alfanumérico, de video o audio el cual sea firmado  con un certificado electrónico con validez jurídica;
VII. Entes Públicos: Los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Órganos Autónomos del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como los Ayuntamientos del Estado de Coahuila de Zaragoza.
VIII. Fecha Electrónica: El conjunto de datos en forma electrónica utilizados como medio para constatar la fecha y hora en que un mensaje de datos es enviado por el firmante o recibido por el destinatario;
IX. Firma Electrónica: La Firma Electrónica avanzada que es generada con un certificado reconocido legalmente a través de un dispositivo seguro de creación de firma y que tiene un valor jurídico equivalente al de la firma autógrafa;
X. Ley: La Ley de Firma Electrónica para el Estado de Coahuila de Zaragoza;
XI. Medios Electrónicos: Los dispositivos tecnológicos para transmitir o almacenar datos e información, a través de computadoras, líneas telefónicas, enlaces dedicados, microondas, o de cualquier otra tecnología;
XII. Prestador de Servicios de Certificación: Las autoridades certificadoras del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, que cuenten con el servicio de Firma Electrónica avanzada o la persona moral o física que preste servicios relacionados con Firmas Electrónicas y que expide certificados electrónicos.
XIII. Titulares de Certificados de Firma Electrónica: Las y los ciudadanos, representantes legales de empresas o entidades públicas y privados  y servidores públicos que posean un certificado electrónico con validez jurídica;
XIV. Unidad de Firma Electrónica: La Unidad administrativa adscrita a los entes públicos, responsable de ejercer las atribuciones establecidas en el artículo 4 de esta Ley. En el caso de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza estará adscrita a la Secretaría de Finanzas.
ARTÍCULO 3.- Los Entes Públicos podrán implementar y habilitar el uso de la Firma Electrónica para dar trámite a los asuntos y documentos que generen, ya sean internos o externos, así como en los trámites y servicios que se brinden a la ciudadanía.

ARTÍCULO 4.- Corresponde a la Unidad de Firma Electrónica:

I. Establecer la coordinación y gestiones necesarias para impulsar la disponibilidad de los servicios de certificación electrónica;
II. Habilitar la utilización de la Firma Electrónica con validez jurídica con todas sus características;
III. Fomentar y difundir el uso de la Firma Electrónica en todos los trámites y servicios;
IV. Formular los requisitos específicos, directrices y lineamientos para la implementación y uso de la Firma Electrónica; y
V. Las que establezcan esta Ley y demás ordenamientos jurídicos y administrativos aplicables.
ARTÍCULO 5.- Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad del Gobierno del Estado:

I. Promover y difundir la utilización generalizada de la Firma Electrónica dentro de los procesos de negocios de las empresas establecidas en el Estado de Coahuila de Zaragoza;
II. Proporcionar a las micros, pequeñas y medianas empresas, sociedad de cooperativas y en general al sector productivo y empresarial, la información necesaria para implementar los mecanismos de medios digitales, incentivos y facilidades que les permitan incorporar esta tecnología en sus procesos de operación;
III. Gestionar la obtención de los recursos e implementos para la habilitación y uso de la Firma Electrónica para las transacciones, operaciones, trámites, y demás actos legales en la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza;
IV. Asesorar a los Entes Públicos para el funcionamiento de los programas que utilicen la Firma Electrónica;
V. Realizar una campaña de difusión masiva a través de medios de comunicación, que permita posicionar los beneficios y alcances de la Firma Electrónica, organizando para ello talleres de capacitación en las distintas regiones del Estado de Coahuila de Zaragoza.
ARTÍCULO 6.- Corresponde a la Secretaría de Finanzas del Estado, emitir las disposiciones normativas para la incorporación de la Firma Electrónica en los trámites y procedimientos que se llevan a cabo en la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, dando prioridad a los procesos internos y a los que se refieran a la atención de trámites y solicitudes de servicios que tengan mayor impacto entre la ciudadanía.

Teniendo la obligación de llevar a cabo toda la capacitación necesaria de manera permanente a todos los servidores públicos a fin de fortalecer el uso de la Firma Electrónica.

CAPÍTULO II

DE LOS ALCANCES DE LA FIRMA ELECTRÓNICA

ARTÍCULO 7.- Las disposiciones de esta Ley no modifican los ordenamientos legales en materia de cualquier acto jurídico en el que sea requerida la firma autógrafa, manuscrita o rúbrica escrita sobre documento de papel. En las actuaciones y trámites a que se refiere esta Ley, los documentos emitidos que contengan o se realicen con el uso de la Firma Electrónica, tendrán la misma validez legal que los documentos que se generen y firmen en documento de papel.

Todo documento que tiene un medio en papel, firma autógrafa o rúbrica podrá ser habilitado para tener un formato electrónico si cuenta con la Firma Electrónica de conformidad con la presente Ley. Todo documento que sea originado por medio de una Firma Electrónica será admisible como prueba documental en cualquier juicio.

ARTÍCULO 8.- La Firma Electrónica será aceptada por los Entes Públicos como si se tratase de un documento con firma autógrafa. 

Serán válidos los documentos con la Firma Electrónica emitidos por las personas dotadas de fe pública. 

Los documentos que contengan información digital en formatos de audio y video serán válidos cuando se emitan con Firma Electrónica.

ARTÍCULO 9.- La Firma Electrónica tendrá validez jurídica en los siguientes documentos:

I. Los que contengan información digital en formatos de audio y video.

II. Los que emitan los servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

III. Los emitidos por particulares.

IV. Los demás que establezca esta Ley y otros ordenamientos aplicables

ARTÍCULO 10.- La Firma Electrónica vincula a su autor con el contenido del documento electrónico, de la misma forma en que la firma autógrafa lo hace respecto del documento en el que se encuentra asentada.

ARTÍCULO 11.- El firmante que use una Firma Electrónica reconoce como propio y auténtico el documento electrónico que por su medio se genere. Por el uso de su Firma Electrónica el firmante aceptará que su Firma Electrónica expresa su voluntad para todo efecto legal.

ARTÍCULO 12.- La identidad legal del firmante queda establecida por el hecho de que su Firma Electrónica lo relaciona de manera directa y exclusiva con el contenido del documento electrónico y los datos que le componen originalmente, dado que el firmante tiene bajo su exclusivo control los medios de generación de dicha firma. 

ARTÍCULO 13.- El uso de la Firma electrónica y documentos electrónicos en los términos de la presente Ley implica: 

I. Que la Firma Electrónica vincula de manera indubitable al firmante con un documento electrónico, el cual se asocia por medio de un dispositivo de creación de firma, con los datos que se encuentran exclusivamente bajo control del firmante y que expresan en medio digital su identidad. 
II. Que el usuario de la Firma Electrónica tiene la responsabilidad de prevenir cualquier alteración en el contenido de los documentos que emita, ya que el uso garantiza la integridad y autenticidad de lo firmado. 
III. Que el documento electrónico ha sido originado utilizando un certificado electrónico con validez jurídica por medio de un dispositivo seguro de creación de firma. 
CAPÍTULO III

DEL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA EN LOS ENTES PÚBLICOS

ARTÍCULO 14.- Los Entes Públicos impulsarán el uso de la Firma Electrónica para la expedición de documentos electrónicos con validez jurídica semejante a la de documentos firmados en papel para todo tipo de actuaciones oficiales y actos jurídicos.

ARTÍCULO 15.- Los Entes Públicos deberán utilizar certificados electrónicos emitidos por prestadores de servicios de certificación registrados por la Unidad de Firma Electrónica. 

ARTÍCULO 16.- El prestador de servicios de certificación comprobará la identidad del servidor público facilitando los medios tecnológicos para la creación del certificado electrónico con validez jurídica y asegurándose de que tal certificado sea generado y quede bajo el control exclusivo del titular del certificado.

ARTÍCULO 17.- Los certificados electrónicos serán expedidos a los Servidores Públicos por los Prestadores de Servicios de Certificación que sean registrados, previo cumplimiento de todos los requerimientos que se establezcan al efecto.

ARTÍCULO 18.- Todos los documentos electrónicos y en general los que emitan los Servidores Públicos habilitados bajo el sistema de Firma Electrónica deberán especificar su fecha y hora de creación, conforme la norma de metrología aplicable.

ARTÍCULO 19.-  Los Entes Públicos deberán contar con una infraestructura segura de resguardo de documentos electrónicos oficiales, que permita la debida clasificación y disponibilidad de los documentos.

ARTÍCULO 20.- Los Entes Públicos deberán habilitar una oficialía de partes electrónica, que funcionará de acuerdo a la hora oficial mexicana, que asentará los datos de fecha y hora en todos los documentos electrónicos que se emitan y/o reciban.

Tales datos determinarán para todos los efectos de Ley la vigencia y vencimiento de los plazos.

ARTÍCULO 21.- Los Entes Públicos deberán habilitar la prestación de servicios y trámites administrativos, mediante los medios electrónicos disponibles a la ciudadanía.

CAPÍTULO IV

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS TITULARES DE

CERTIFICADOS DE FIRMA ELECTRÓNICA Y DE LOS PRESTADORES DEL SERVICIO DE CERTIFICACIÓN

ARTÍCULO 22.- Los titulares de certificados electrónicos tendrán los siguientes derechos:

I.  A la protección y resguardo de datos reservados y confidenciales en los términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza;
II. Modificar y actualizar los datos que sobre su identidad se encuentren contenidos en el certificado que en su caso fuera requerido, previa presentación del soporte correspondiente que acredite dichos cambios;
III. Solicitar constancia de la existencia y registro de sus certificados electrónicos, cuando a sus intereses convenga;
IV. Recibir información sobre los procedimientos de creación de su Firma Electrónica, instrucciones de uso de los certificados electrónicos, costos del prestador y de las certificaciones de los prestadores de servicios de certificación y; 
V. Conocer los datos de domicilio y dirección electrónica del prestador de servicios de certificación y la autoridad que los regula para presentar quejas, solicitar aclaraciones o tramitar la expedición de reportes de uso de sus certificados.
ARTÍCULO 23.- Los titulares de certificados electrónicos tendrán las siguientes obligaciones:

I. Proporcionar al prestador de servicios de certificación datos verdaderos, completos y exactos al momento de tramitar la emisión de su certificado electrónico con validez jurídica; 
II. Resguardar la confidencialidad de su certificado electrónico con validez jurídica, así como de las contraseñas y/o claves que le sean proporcionados; 
III. Mantener un control físico, personal y exclusivo de su certificado electrónico, no compartible con persona alguna; 
IV. Denunciar la divulgación de los datos asociados al uso de su certificado electrónico; 
V. En el caso de Servidores Públicos, dar aviso a la Unidad de Firma Electrónica de la terminación del empleo, cargo o Comisión; 
VI. Mantener actualizados los datos contenidos en el certificado electrónico, y 
VII. Dar aviso inmediato al prestador de servicios de certificación ante cualquier circunstancia que ponga en riesgo la privacidad de uso de su certificado de Firma Electrónica para la revocación del mismo.
ARTÍCULO 24.- Para la expedición de certificados electrónicos el prestador del servicio deberá:

I. Verificar fidedignamente los datos personales y datos de representación del titular del certificado. Sólo expedirá el certificado después de comprobar de  manera indudable la información que acredita la identidad del titular;
II. Requerir la presencia física del solicitante para acreditar su identidad;
III. Verificar la veracidad de la información declarada por el solicitante con documentos oficiales que acrediten estos datos, asentando la referencia correspondiente en los registros electrónicos que se produzcan;
IV. Acreditar ante la Unidad de Firma Electrónica que la información consignada en el certificado es correcta;
V. Corroborar y acreditar que el titular del certificado esté en posesión tanto de los datos de creación como los de verificación de firma que el certificado ampara;
VI. Certificar la correspondencia de los datos de creación y verificación de firma habilitados por el certificado expedido al titular;
VII. Poner bajo la disposición y resguardo exclusivo del titular el certificado electrónico en un dispositivo físico seguro;
VIII. Abstenerse de reproducir, copiar, transcribir o guardar los datos de creación de la Firma Electrónica emitida al titular del certificado;
IX. Conservar registro de la información relacionada a la emisión del certificado por un plazo no menor a quince años para que pueda ser consultado de manera permanente;
X. Implementar los mecanismos de protección apropiados para la prevención de actos de falsificación de certificados y asegurar la plena confidencialidad del proceso de emisión y entrega del certificado electrónico al titular;
XI. Mantener en funcionamiento permanente y sin interrupción los servicios de autenticación de certificados electrónicos a través de la red pública de Internet, y
XII. Documentar que el titular del certificado tiene conocimiento pleno de las obligaciones y consecuencias legales de la recepción del certificado electrónico.
En este acto recabará firma de reconocimiento de estas obligaciones y consecuencias por parte del titular.

ARTÍCULO 25.- Los certificados electrónicos deben contener:

I. La expresión de que tienen esa naturaleza;
II. El código único de identificación;
III. Los datos de autorización de la autoridad certificadora que lo expide;
IV. La Firma Electrónica certificada de la autoridad certificadora que lo expide;
V. El nombre y apellidos del firmante. Se podrá consignar en el certificado de Firma Electrónica cualquier otra circunstancia personal del titular, en caso de que sea significativa en función del fin propio del certificado y siempre que aquél otorgue su consentimiento;
VI. En los supuestos de representación, la indicación del documento que acredite las facultades del firmante para actuar en nombre de la persona a la que represente;
VII. Los datos de verificación de Firma Electrónica certificada que correspondan a los datos de creación de firma que se encuentren bajo el control del firmante;
VIII. El período de validez del certificado de la Firma Electrónica;
IX.  En su caso, los límites de uso del certificado de la Firma Electrónica;
X. La referencia de la tecnología empleada para la creación de la Firma Electrónica.
XI. En el caso de los 
Servidores Públicos los datos relacionados con su identidad.
XII. Las limitaciones que en su caso se establezcan al uso del certificado de Firma Electrónica para los representantes de personas físicas y morales.
ARTÍCULO 26.- Los certificados electrónicos de personas morales tendrán plena validez jurídica, únicamente en relación directa con las facultades debidamente acreditadas del firmante, especificando el tipo de documento de otorgamiento de poderes, alcance y vigencia y:

I. Describirán los datos de identificación personal del firmante quien deberá asumir la responsabilidad jurídica del resguardo del certificado electrónico;
II. Serán siempre expedidos a nombre de una persona física específica la cual deberá acreditar que tiene la facultad de responsabilizarse personalmente del resguardo del certificado electrónico que sea emitido a nombre de su representada o poderdante, así como expresar claramente los alcances del poder otorgado;
III. Se podrán definir en estos certificados las restricciones adicionales establecidas a las facultades del representante, que deberán asentarse explícitamente en el texto del certificado.
ARTÍCULO 27.- Los certificados electrónicos dejarán de surtir efectos por:

I. Alterarse el mecanismo de soporte del certificado electrónico o violarse el secreto de los datos de creación de firma;
II. Extravío o robo del certificado, daño o falla irrecuperable del mecanismo de soporte del certificado;
III. Fallecimiento del firmante o interdicción judicialmente declarada;
IV. Falsedad o inexactitud de los datos proporcionados por el firmante al momento de la obtención del certificado electrónico;
V. Terminación de actividades del prestador de servicios de certificación cuando la administración de dicho certificado no haya sido transferida a otro prestador de servicios de certificación, en cuyo caso se deberá recabar la autorización expresa del firmante;
ARTÍCULO 28.- Tan pronto como se haga del conocimiento del prestador de servicios de certificación alguna de las causales de cesación de los efectos de un certificado electrónico éste deberá actualizar de manera inmediata el servicio de consulta y autenticación de certificados por él expedidos para reflejar el estado de expiración del certificado. En dicho caso dará aviso inmediato al titular o al representante legal acerca de la fecha y hora de expiración o suspensión temporal de la vigencia del certificado electrónico.

ARTÍCULO 29.- Los certificados podrán ser temporalmente suspendidos a solicitud del firmante.

ARTÍCULO 30.- Tendrán plena validez, los certificados electrónicos que cumplan cualquiera de las siguientes condiciones:

I. Que hayan sido expedidos por un Prestador de Servicios de Certificación registrado por la Unidad de Firma Electrónica;
II. Que fueron emitidos por un Prestador de Servicios de Certificación reconocido por el Gobierno Federal o por los Gobiernos de las Entidades Federativas;
III. Que sean emitidos por autoridades certificadores de otros países siempre que se encuentren vigentes y hubiesen sido generados de acuerdo a su marco legal.
ARTÍCULO 31.- El dispositivo seguro de creación de firma deberá proporcionar las siguientes condiciones:

I. Que los contenidos que integran y distinguen el carácter específico del documento son únicos, pues se pueden originar una sola vez, resguardando de esta manera la integridad del documento o mensaje de datos;
II. Que asegure que los datos de creación de firma no pueden ser generados a partir de los datos de verificación de la firma y que la firma en sí misma no puede ser falsificada de acuerdo a la tecnología disponible;
III. Que garantice que el documento electrónicamente firmado es único, inalterable, infalsificable y mantiene su integridad una vez estampada la firma creada sobre el contenido;
IV. Que los datos de generación puedan ser resguardados de manera segura por el titular y no puedan quedar al alcance de terceros;
V.  Que no modifica el contenido del documento firmado.
CAPÍTULO V

DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN

ARTÍCULO 32.- El prestador de servicios de certificación deberá cumplir los siguientes requisitos:

I. Demostrar que cuenta con la infraestructura tecnológica requerida para la emisión, distribución, gestión y resguardo de los certificados electrónicos;
II. Contar con los medios técnicos idóneos para determinar con exactitud la hora y fecha en que se expida, suspenda o revoque definitivamente un certificado y faciliten la consulta pública sobre su vigencia;
III. Contar con una infraestructura tecnológica segura que evite riesgos a la seguridad de los dispositivos de creación y verificación de Firma Electrónica y los directorios de autenticación de los certificados electrónicos, así como que garanticen la estricta confidencialidad de la información personal y de todo tipo que conserve sobre las personas físicas y morales que hagan uso de los servicios de certificación electrónica;
IV. Contar con personal técnico calificado con conocimiento y experiencia en la infraestructura tecnológica que fundamente el servicio;
V. Contar con procedimientos administrativos y de seguridad que garanticen la confidencialidad en el tratamiento de la información de los solicitantes y la seguridad física del recinto en que materialmente se establezca la infraestructura tecnológica del servicio; y
VI. Conservar la información relacionada a los datos de creación y verificación 
de firmas al menos por 15 años.
ARTÍCULO 33.- Son obligaciones de los prestadores de Servicios de Certificación que hubieren expedido certificados electrónicos las siguientes:

I. No almacenar ni copiar los datos de creación de firma de la persona a la que se expida el certificado;
II. Poner a disposición del solicitante de un certificado, información gratuita por medio electrónico o escrito relativa a las obligaciones del titular, los procedimientos de resguardo de los datos de creación de la firma y los pasos a seguir para avisar al prestador de servicios de certificación sobre la pérdida o utilización indebida de éstos, los requisitos para verificar la identidad del titular y la autenticidad del resto de los datos que se muestren en el certificado, los medios de preservación de la seguridad de los datos del certificado, instrucciones detalladas de utilización del certificado, los métodos de resolución de conflictos que pudieran presentarse por la prestación de los servicios de certificación y el procedimiento de garantía de responsabilidad patrimonial con que cuente;
III. Poner a disposición de la autoridad judicial o del Ministerio Público en ejercicio de funciones, la información que le requiera formalmente sobre la identidad del titular de un certificado electrónico, los detalles de uso del certificado y cualquier otra información que se encuentre en su poder;
IV. Actualizar continuamente el directorio de certificados electrónicos expedidos detallando si están vigentes, suspendidos temporalmente o revocados así como asegurar la disponibilidad de un servicio de consulta de la vigencia de los certificados rápido y de acceso permanente;
V. Resguardar de manera segura la integridad y confidencialidad de la información del directorio de certificados;
VI. Colocar a disposición del público en general su declaración de prácticas de certificación detallando dentro de lo dispuesto por la presente ley sus obligaciones en materia de administración de la infraestructura de creación y verificación de Firma Electrónica, los procedimientos de solicitud, expedición, utilización, suspensión y revocación de vigencia de los certificados, las características de la infraestructura de seguridad tecnológica y organizacional;
VII. Disponer de medios seguros de resguardo de la confiabilidad de la Firma Electrónica a largo plazo y;
VIII. Dar constancia de la autenticidad de las firmas electrónicas de un documento de ser requerido por Juez o Agente del Ministerio Público.
ARTÍCULO 34.- Si un prestador de servicios de certificación deja de proporcionar servicios tendrá las siguientes obligaciones:

I. Hacer del conocimiento del ente público con al menos 120 días de antelación, y con 90 días de anticipación a todos los titulares de certificados electrónicos con validez jurídica que hayan sido expedidos por el prestador de servicios, avisando si pretende trasladar la administración de sus certificados electrónicos a otro prestador de servicios;
II. Si recaba el consentimiento expreso del titular del certificado podrá transferir la administración de los servicios de autenticación de los certificados a otro prestador de servicios de certificación;
III. De no ser transferida la administración del certificado a otro prestador de servicios la vigencia del certificado deberá expirar; y
IV. Obtener la autorización previa de los titulares de los certificados electrónicos y, en su caso, de las personas morales para la transferencia de la administración de los certificados de validez jurídica.
ARTÍCULO 35.- El prestador de servicios de certificación será responsable de:

I. Los daños y perjuicios ocasionados en la prestación de servicios a cualquier persona derivados del incumplimiento de las disposiciones establecidas por esta ley y;
II. De los daños y perjuicios causados al titular o a terceros derivados de la actuación de las personas que asigne para prestar los servicios de identificación de titulares, revisión de documentos, expedición de certificados electrónicos, resguardo de los sistemas y de cualquier otra actividad relacionada con la prestación de su servicio al público.
ARTÍCULO 36.- El prestador de servicios de certificación no será responsable de los daños y perjuicios ocasionados al titular o a un tercero por:

I. Descuido o negligencia por parte del titular en el resguardo de los datos de creación de firma o la pérdida de su confidencialidad;
II. Cuando el titular no avise sin demora el cambio de información relevante contenido en el certificado;
III. Quebrantamiento de las limitaciones establecidas al uso del certificado al momento de su expedición;
IV. Inexactitud o falseamiento de la información entregada al prestador del servicio para la generación del certificado;
V. Utilización extemporánea del certificado habiendo este expirado o encontrarse en un estado de suspensión temporal;
VI. Demora en la solicitud de suspensión o revocación del certificado cuando se tenga en duda la confidencialidad del medio de creación de la firma;
VII. Cuando puedan ser atribuidos a la negligencia del receptor de la firma, por transgredir las restricciones establecidas respecto de su uso, cuando no tome en cuenta el estado de suspensión temporal o revocación definitiva, y;
VIII. Cuando la inexactitud de los datos consignados, hubiesen sido obtenidos por un documento oficial o expedidos por fedatario público.
ARTÍCULO 37.- La Unidad de Firma Electrónica podrá verificar en todo tiempo que los prestadores de servicios registrados cumplan con los requisitos y obligaciones previstos en esta ley y demás disposiciones aplicables.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto, entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO. A más tardar en 180 días posteriores a la entrada en vigor de la presente ley, los entes obligados deberán iniciar la actualización de las disposiciones reglamentarias o administrativas necesarias para dar cumplimiento a la presente ley. 

TERCERO. Los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Órganos Autónomos, así como los Ayuntamientos del Estado de Coahuila de Zaragoza en un plazo no mayor a 180 días hábiles posteriores a la entrada en vigor de la presente ley, adoptarán las medidas administrativas necesarias para dar cumplimiento a esta Ley. 

Saltillo Coahuila a los 29 días del mes de Abril de 2014.

ATENTAMENTE

___________________________________

Diputado Simón Hiram Vargas Hernández

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

“APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

El de la voz, Diputado Samuel Acevedo Flores, en representación del Partido Socialdemócrata de Coahuila  en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 22 en su fracción V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 126, el 128, y el 129 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 82BIS  Y LAS FRACCIONES XIII Y XIV DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

En atención a la siguiente:

Exposición de motivos

Los trabajadores que laboran en servicio en el transporte público al día de hoy no tienen garantizado el acceso a los servicios de salud, vivienda y prestaciones sociales que permiten garantizar el cuidado de los mismos y de sus familias, pues   en la normatividad  existente los vacíos legales que se generan, para la seguridad social de las y los trabajadores de este servicio, son abismales,  lo que se deriva en la voluntad de las y los concesionario del transporte público de  cumplir o no a cabalidad el otorgar prestaciones a sus trabajadores y trabajadoras,   lo cual  nos lleva a la idea de corrupción y acuerdos,  como el que,  los concesionarios se conformen como asociación civil y se liberen del compromiso de establecer relaciones laborales con los operadores y con ello de la cobertura de seguridad social.
Por todas estas situaciones de inestabilidad y presión laboral es que  las y los operadores  del transporte público,  carecen de seguridad  y no cuentan con una herramienta de obligatoriedad para los concesionarios a fin de exigir que se le cubran las prestaciones mínimas básicas,  para los conductores y sus familias, convirtiéndose pues en un  “hombres-máquina”, pues lo único que sí controla es el vehículo, y eso en ocasiones pues es tanta la presión por la cual atraviesan que, la misma sirve como un factor que detona una serie de acciones que tiene como consecuencia que la integridad de las y los ciudadanos corra grave riesgo.  Lo que en otras palabras representa la velocidad, el número de pasajeros, dónde hacer las paradas y desarrollar la capacidad para ganar lo que más se pueda de dinero para completar un salario.
Para el Partido Socialdemócrata de Coahuila es de suma importancia que el servicio de transporte público cumpla con la normatividad aplicable en la materia, ya que, resulta indispensable para la  mejora en la prestación del servicio, lo que traerá consigo beneficios para las y los  usuarios,  las y los conductores y sus familias.
Es por ello que se incorpora a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado la obligación de los concesionarios o permisionarios de remitir anualmente al Registro una relación de las y  los conductores a su cargo, la cual deberá contener el nombre completo y domicilio, lugar y fecha de nacimiento, el Registro Federal de Contribuyente, el número de registro del Instituto Mexicano del Seguro Social, número de licencia del servicio público y la antigüedad como conductor, así como la última declaración del pago del impuesto sobre nómina de cada uno de los conductores.
De tal suerte,  que se propone incluir, al ordenamiento jurídico en mención,  como infracciones por parte de  las y los concesionarios o permisionarios; el abstenerse de informar al Registro Público de Transporte del Estado la relación de los conductores a su cargo, así como los movimientos de las altas y bajas que sobre estos se generen, constituirá falta también, cuando derivado de las inspecciones se advierta que la relación o información otorgada por estos no corresponde con lo obtenido de la inspección.
Y con el propósito de garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones motivo de esta reforma, se contempla, además, que en caso de que se cometan las infracciones  propuestas, se hará acreedor a una multa y se le impedirá que continúe prestando el servicio, o bien, se procederá  además de la multa a la cancelación definitiva de la concesión o permiso correspondiente.
Seguros de que esta propuesta otorgará certeza jurídica a  las y los operadores del transporte público y a sus familias pongo a disposición de esta Honorable Legislatura la presente iniciativa
QUE REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 126 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 82BIS  Y LAS FRACCIONES XIII Y XIV DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica la fracción XI del artículo 126, el 128 y el segundo párrafo del 129 y se adiciona el artículo 82 bis y las fracciones XIII y XIV del 126 para quedar como sigue:

ARTICULO 82 Bis.-  Las y los concesionarios o permisionarios deberán remitir anualmente al Registro una relación de  las y los conductores a su cargo, la que deberá contener los siguientes datos: 

I.- Nombre completo y domicilio;  

II.- Lugar y fecha de nacimiento; 

III.- Registro federal de contribuyentes; 

IV.- Número de registro del Instituto Mexicano del Seguro Social; 

V.- Número de licencia del servicio público;  

VI.- Antigüedad como conductor; y

VII.- La última declaración del impuesto sobre nómina de cada uno de los conductores, en su caso.

Asimismo, están obligados a informar al Registro del personal que haya causado alta o baja, señalando el motivo de la última, en un término que no exceda a 15 días hábiles a partir de la fecha del movimiento respectivo.

ARTICULO 126.-   …

I.- a la X.-. …

XI.- Circular en condiciones mecánicas que constituyan un peligro tanto para las personas como para la vía pública;

XII.- …

XIII.- No remitir al Registro la relación o información en los términos del artículo 82 Bis de la presente Ley; y

XIV.- Cuando sin causa justificada, la relación o información entregada al Registro por los concesionarios o permisionarios, en los términos del artículo 82 Bis de ésta Ley, no corresponda con lo derivado de las inspecciones.

ARTÍCULO 128.- En los casos a que se refieren las fracciones II, III y XIII del artículo 126 de esta Ley, se aplicará multa de entre 150 y 300 veces el salario mínimo diario vigente en la entidad y se impedirá que se continúe prestando el servicio.

ARTICULO 129.- 

…

En el caso de las fracciones V, VI y XIV además de la multa a que se refiere el párrafo anterior, se procederá a la cancelación definitiva de la concesión o permiso correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El  presente decreto  entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado dictamen. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Saltillo, Coahuila a  29 de Abril de 2014.

DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES.

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto por el que se reforma el Artículo 7° de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que  a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos,  les fue turnado el expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante oficio de fecha 29 de abril del año en curso remitiendo el  Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 7º  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción VI, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 150 y 151 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que se comunicó a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 150 y 151 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; recibiéndose la opinión de los Ayuntamientos de, Abasolo, Arteaga,  Allende, Candela, Castaños, Escobedo, Francisco I. Madero, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Múzquiz,  Ocampo, Progreso, Lamadrid, San Buenaventura, San Pedro, San Juan de Sabinas, Sacramento, Nava, Matamoros, Sierra Mojada , Torreón y Viesca quienes emitieron su voto a favor de la reforma dentro de dicho plazo. Consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 196 fracción V de la Constitución Local, debe procederse a la declaración del Congreso con el sentir  afirmativo de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos.     

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a esta comisión Dictaminadora, para que emitiera el dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, analizado el expediente de referencia y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

       I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.-Que en la sesión celebrada el día 30 de abril del 2014, el Pleno del Congreso aprobó la reforma  al Artículo 7° de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor literal siguiente:          
DICTAMEN

UNICO. Se adicionan cinco párrafos al artículo 7º de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:
Artículo 7°. … 

…
… 
a), b) y c) … 
… 
… 
… 
… 
I a VII. … 
… 
Ninguna persona será sometida a desaparición, sea esta cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen sin la autorización, el apoyo o el consentimiento del Estado. 
El Estado tiene la obligación de adoptar todas las medidas apropiadas para proteger a las personas contra las desapariciones. 
Las personas desaparecidas y quienes hayan sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición, tienen derecho a una búsqueda inmediata y efectiva, a la localización de la persona desaparecida, a conocer la verdad, a la justicia, a la protección judicial efectiva y a la reparación integral del daño y a las garantías de no repetición. El Estado garantizará estos derechos. 
Las personas desaparecidas tienen derecho a continuar con su personalidad jurídica con el fin de garantizar el ejercicio de todos sus derechos. El Estado adoptará las medidas apropiadas en relación con la situación legal de las personas desaparecidas  cuyo paradero no haya sido esclarecido. La ley establecerá el procedimiento para la declaración de ausencia por desaparición de personas. 
Ninguna persona será sometida a cualquier forma de esclavitud, servidumbre, o a ejecutar un trabajo forzoso. 

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. El Congreso del Estado presentará ante el Congreso de la Unión una Iniciativa de Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para proponer el reconocimiento de los derechos y garantías de las personas desaparecidas conforme a los contenidos similares previstos en este Decreto. 

TERCERO. Dentro de los ochenta días siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, se presentará ante el Congreso del Estado la Iniciativa de Carta de Derechos de las Personas Desaparecidas para desarrollar los derechos y garantías bajo los estándares internacionales. 

CUARTO. Dentro de los ciento sesenta días siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, se presentará la Ley General de Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza conforme a las recomendaciones internacionales de organismos de derechos humanos. 

DICTAMEN

PRIMERO. Se aprueba  la reforma al Artículo 7º  la Constitución Política del el Estado de Coahuila de Zaragoza. 
SEGUNDO. Por los motivos, razones y fundamentos expuestos en los considerandos de este dictamen, ha lugar a que el Congreso haga declaratoria de que quedó aprobada la reforma Constitucional, contenida en el decreto que se transcribe en el considerando segundo de este dictamen; y, una vez hecho lo anterior, ordenar que se expida el decreto correspondiente y que se envíe al Ejecutivo Estatal para su promulgación, publicación y observancia. 

TERCERO.- Comuníquese éste dictamen al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y en su caso, aprobación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, (Coordinador), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. María del Rosario Bustos Butrón,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, Dip. Norma Alicia Delgado Ortiz, Dip. José Luís Moreno Aguirre, Dip Edmundo Gómez Garza (Coordinador), Dip. Samuel Acevedo Flores, Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández y Dip. Juan Alfredo Botello Nájera.    En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 6 de mayo de 2014.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.RICARDO LOPEZ CAMPOS

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARIA DEL ROSARIO BUSTOS BUITRON


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. SIMON HIRAM VARGAS HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. NORMA ALICIA DELGADO ORTIZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE LUIS MORENO AGUIRRE


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. SAMUEL ACEVEDO FLORES


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. CUAUTHEMOC ARZOLA HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE ALFREDO BOTELLO NAJERA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. RICARDO LOPEZ CAMPOS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 25 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, iniciativa de decreto de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 68, 81 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de decreto de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La desaparición de personas constituye la más grave violación a los Derechos Humanos en México. Es, además, una terrible tragedia humanitaria que gobiernos y sociedades deben reconocer y afrontar para garantizar la vida e integridad de las  personas. Nuestra comunidad no puede tener descanso mientras una sola familia sufra la ausencia de cualquiera de sus miembros. 

El Estado mexicano está obligado a reconocer esta problemática. Y eso significa tomar las medidas apropiadas, conforme a estándares internacionales, para garantizar los derechos fundamentales de todos, incluidas las personas desaparecidas. Significa también destinar todos los recursos que hagan falta, diseñar el marco jurídico adecuado e instrumentar políticas eficaces para garantizar la búsqueda efectiva de quienes han sido separados de sus familias y para que la sociedad entera pueda acceder a la verdad, a la justicia, a la atención especializada y a la reparación integral. 

Desde el inicio de mi mandato reconocí la dimensión de este problema conforme a las recomendaciones del Informe de Misión a México del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones Unidas. 

En todo momento he puesto mi interés y he empeñado, sin ambigüedades, mi voluntad política para construir con las familias, en especial con el colectivo FUUNDEC, una política de Estado que atienda las tres problemáticas centrales que abarcan el fenómeno de las personas desaparecidas: la búsqueda e investigación científica, la atención integral a las familias y la armonización legislativa. Estoy convencido que debemos seguir trabajando en esta ruta para buscar a las personas desaparecidas y para ofrecer respuestas que pongan fin a la zozobra de quienes sufren la ausencia de un familiar. 

En mi Gobierno se ha ido construyendo con las familias de FUUNDEC propuestas integrales de solución a este problema. Esta iniciativa legislativa es ejemplo de ello. Es fruto no solo de la lucha por los derechos de las personas desaparecidas, sino sobre todo lo que hemos construido en Coahuila es producto de la participación, deliberación  y acuerdo social con las familias. Ha sido, a mi juicio, el proceso de aprendizaje más relevante que el Estado mexicano ha realizado en materia de personas desaparecidas y ello se debe, en gran medida, al acompañamiento de las familias de las personas desaparecidas. 

Esta iniciativa pretende ser el punto de partida para que el Estado mexicano comience a construir bajo los estándares internacionales el marco jurídico que se requiere para atender esta problemática de violación de los derechos humanos. La prioridad que todos compartimos reside en la idea de diseñar e instrumentar medidas eficaces para buscar a las personas desaparecidas y atender las justas demandas de sus familias. Si todos nos concentramos en este objetivo no nos equivocaremos. Mi Gobierno no tiene dudas al respecto. 

Por todo ello, la presente iniciativa en el que han participado las familias, los expertos en la materia, el Grupo de Trabajo Autónomo en Coahuila y el acompañamiento de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos en México, constituye no solo un gran ejemplo de construcción social sino también la base fundamental para edificar las leyes y las acciones de gobierno que configuren la política pública del Estado mexicano que se requieren en la actualidad para atender y resolver las desapariciones en México. 

TERCERO.- TERCERO.- La presente iniciativa en la que se propone expedir la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza es una herramienta mediante la cual el marco normativo del Estado de Coahuila observa las recomendaciones señaladas por la Organización de las Naciones Unidas en materia de desaparición  forzada de personas o involuntarias, tomando en consideración lo previsto por la Convención Interamericana sobre Desaparición de Personas en la que el Estado se compromete a no practicar, no permitir ni tolerar la desaparición de personas, ni aun en estado de emergencia; a sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores de este delito; a cooperar para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición de personas y tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo o judicial necesarias para cumplir los compromisos asumidos en esa convención.

Además la presente iniciativa se encuentra enriquecida como se señala por las propuestas legislativas y el consenso de las familias de las personas desaparecidas FUUNDEC y de expertos con la opinión y acompañamiento de organismos internacionales como la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de la ONU, otorgando con ello una solución al problema de la incertidumbre jurídica de las víctimas de desaparición en cuanto a personalidad de identidad jurídica resolviendo el problema bajo el enfoque de los derechos humanos y otorgando un trato digno a la víctima y a las familias mientras se encuentra desaparecida.

También se instruye un procedimiento de declaración de ausencia por desaparición de personas a través del cual se garantiza la continuidad de la identidad y personalidad jurídica de la víctima y otorga las medidas apropiadas para asegurar la protección de las familias.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se crea la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:
LEY PARA LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN DE

PERSONAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Capítulo Único

Artículo 1. La Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas tiene por objeto reconocer y garantizar los derechos a la identidad y personalidad jurídica de la víctima sometida a desaparición y otorgar las medidas apropiadas para asegurar la protección más amplia a sus familiares o cualquier persona que tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana con la víctima. 
A falta de disposición expresa en esta ley se aplicará de manera supletoria en todo lo que beneficie y a solicitud de parte interesada las disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 
Artículo 2. Están facultados para solicitar la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas: 
I. El cónyuge, el concubino o concubina de la persona desaparecida o la persona que tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana con la víctima; 
II. Los parientes consanguíneos hasta el tercer grado de la persona desaparecida; 
III. Los parientes por afinidad hasta el segundo grado de la persona desaparecida; 
IV. El adoptante o adoptado con parentesco civil con la persona desaparecida; 
V. La pareja de la víctima que se encuentre bajo la figura del pacto civil de solidaridad u otra similar, 
VI. Los representantes legales de las familias de personas desaparecidas. 
VII. Las Organizaciones de la Sociedad Civil; 
VIII. El Ministerio Público; 
IX. La Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
Artículo 3. Cuando el Ministerio Público reciba una denuncia por Desaparición de Personas, deberá avocarse de manera inmediata a la búsqueda de la persona desaparecida y a la investigación de los hechos. 
Transcurrido el término de 30 días, el Ministerio Público evaluará si los hechos denunciados constituyen un acto de desaparición. De ser así, el Ministerio Público presentará la solicitud de Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas ante el Juez de Primera Instancia en Materia Civil competente en un plazo no mayor de diez días, solicitando en su caso las medidas urgentes, provisionales o de protección que resulten necesarias para proteger los derechos de las víctimas. 
El Ministerio Público encargado de la carpeta de investigación dirigirá la averiguación con el objetivo de dar con el paradero de la persona desaparecida e investigar el delito para ejercitar en su caso la acción penal correspondiente. 
En caso de que como resultado de la búsqueda e investigación se descubriera un fraude a la ley, la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas quedará sin efecto. 
Artículo 4. Una vez concluido el plazo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio Público no hubiere presentado dicha solicitud, cualquiera de las personas e instituciones señaladas en el artículo 3º de esta Ley, podrán hacerlo. 
Artículo 5. Será competente para conocer el procedimiento de Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas, el Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza del lugar de domicilio de la persona o institución legitimada para formular la solicitud conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
De igual manera serán competentes para conocer del procedimiento cuando la persona no residente se encontraba o se presuma que se encontraba en el estado de Coahuila de Zaragoza al inicio o en el transcurso de la desaparición. 
Artículo 6. La solicitud de Ausencia por Desaparición de Personas incluirá la siguiente información: 
I. El nombre, la edad y el estado civil de la persona desaparecida; 
II. Cualquier denuncia presentada ante autoridades públicas en donde se narren los hechos de la desaparición; 
III. La fecha y lugar de los hechos; 
IV. El nombre y edad de los dependientes económicos o de aquellas personas que tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana; 
V. El nombre, parentesco o relación de la persona solicitante con la persona desaparecida; 
VI. La actividad a la que se dedica la persona desaparecida; 
VII. Toda aquella información que el peticionario haga llegar al Juez competente para acreditar la identidad y personalidad jurídica de la persona desaparecida. 
VIII. Cualquier otra información que se estime relevante. 
Si el solicitante no cuenta con alguna de la información referida en las fracciones anteriores, así deberá hacerlo del conocimiento de la autoridad competente. 
Artículo 7. Recibida la solicitud, el Juez competente requerirá inmediatamente a las autoridades copias certificadas de las denuncias para que obren en el expediente para su análisis y resolución. 
El Juez competente publicará la resolución sobre Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas en el Periódico Oficial del estado de Coahuila de Zaragoza y en el portal de internet del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza que se abra para estos propósitos. Los diarios de mayor circulación en el lugar de residencia de la persona desaparecida deberán publicar en tres ocasiones, con un intervalo de cinco días naturales, el extracto de la resolución que ordene el juez sin costo para los familiares.  
El Juez competente fijará como fecha de la Ausencia por Desaparición de Personas, aquel en el que se le haya visto por última vez, salvo prueba fehaciente en contrario. 
Artículo 8. El trámite del procedimiento se orientará por el derecho a la verdad y por los principios de gratuidad, inmediatez y celeridad. El Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza erogará los costos durante todo el trámite, incluso las que se generen después de emitida la resolución. 
Artículo 9. La resolución del Juez Competente sobre Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas, incluirá las medidas necesarias para garantizar la máxima protección a la víctima, a la familia y a las personas que tengan una relación afectiva inmediata y cotidiana. 
Dichas medidas se basarán en la legislación local, nacional e internacional y podrán emitirse medidas urgentes, provisionales o de protección específica antes de la resolución definitiva. 
Artículo 10. La Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas tendrá los siguientes efectos: 
I. Garantizar y asegurar la continuidad de la personalidad jurídica de la persona desaparecida; 
II. Garantizar la conservación de la patria potestad de la persona desaparecida en relación con los hijos menores bajo el principio del interés superior de la niñez; 
III. Garantizar la protección del patrimonio de la persona desaparecida, incluyendo los bienes adquiridos a crédito y cuyos plazos de amortización se encuentren vigentes; 
IV. Garantizar la protección de los derechos de la familia y de los hijos menores a percibir los salarios y prestaciones, así como demás derechos humanos de las personas desaparecidas y sus familias; 
V. Declarar la inexigibilidad temporal de deberes o responsabilidades que la persona desaparecida tenía a su cargo, cuando se ejerciten acciones jurídicas que afecten los intereses o derechos de la persona desparecida. 
VI. Toda medida apropiada que resulte necesaria y útil para salvaguardar los derechos de la persona desaparecida y su círculo familiar o personal afectivo. 
VII. Los demás aplicables en otras figuras de la legislación civil del Estado y que sean solicitados por los sujetos legitimados en la presente ley. 
Artículo 11. La Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas tendrá efectos de carácter general y universal de acuerdo a los criterios del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, siempre tomando en cuenta la norma que más beneficie a la persona desaparecida, a la familia, las personas que tengan una relación afectiva inmediata y cotidiana y a la sociedad. 
Artículo 12. La Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas no eximirá a las autoridades de continuar las investigaciones encaminadas al esclarecimiento de la verdad y de la búsqueda de la persona desaparecida hasta que no se conozca su paradero y haya sido plenamente identificada. 
A las autoridades que incumplan con lo establecido en la presente ley, se les dará vista de manera inmediata al órgano de control interno, jurisdiccional o cualquier otra autoridad que corresponda para investigar y sancionar la infracción respectiva. 
Artículo 13. El Juez competente determinará a una persona que administrará los bienes de la persona desaparecida, quien actuará conforme a las reglas del albacea. 
Artículo 14. En el caso de las personas que han sido declaradas como ausentes por Desaparición de Personas y tenían sus labores en el territorio de Coahuila de Zaragoza, se les otorgará la siguiente protección: 
I. Se les tendrá en situación de licencia con goce de sueldo hasta que se sean localizadas; 
II. Si el trabajador es localizado con vida, recuperará su posición, escalafón y derechos de antigüedad; 
III. Si el trabajador es localizado sin vida, se indemnizará a sus deudos de acuerdo a lo previsto en la legislación aplicable; 
IV. A los beneficiarios del trabajador, en materia de seguridad social, se les reconocerán y conservarán los derechos y beneficios que establece el orden jurídico aplicable; 
V. Se suspenderán los pagos con motivo del crédito de vivienda hasta en tanto no se localice con vida a la persona. 
VI. Los créditos y prestaciones sociales adquiridos contractualmente por la persona desaparecida, serán ejercidos por la o el cónyuge, los hijos/as, el concubino o concubina de la persona desaparecida o la persona que tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana. 
VII. Los demás que determinen las autoridades competentes. 
Artículo 15. Los beneficiarios del trabajador a que se refiere el artículo anterior continuarán gozando de los beneficios y prestaciones hasta en tanto no se localice a la persona declarada como ausente por desaparición de persona. 
Artículo 16. Las obligaciones de carácter mercantil y fiscal a las que se encuentra sujeta la persona declarada como ausente por desaparición de persona, surtirán efectos suspensivos hasta en tanto no sea localizada. 
Artículo 17. En caso de aparecer con vida la persona declarada como ausente por desaparición, quedará sin efecto la declaración de ausencia por desaparición de persona, sin perjuicio de las acciones legales conducentes si existen indicios de una acción deliberada de evasión de responsabilidades. 
Artículo 18. La presente ley se interpretará de conformidad con los estándares internacionales en materia de derechos humanos, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y la legislación secundaria en la materia, siempre y cuando prevalezca la interpretación pro persona.
T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. El Ministerio Público, los jueces civiles y los defensores y asesores públicos del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán capacitarse conforme a este procedimiento de Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas, para garantizar de manera adecuada una protección eficaz del derecho a la personalidad respectivo. 

TERCERO. El Congreso del Estado presentará ante el Congreso de la Unión una Iniciativa de Ley General o reformas a la Ley General de Víctimas para proponer el reconocimiento de los derechos y garantías de las personas desaparecidas conforme a la figura de ausencia por desaparición que se regula en esta Ley contenida en el presente Decreto. 

CUARTO. En relación a los casos denunciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley, el Ministerio Público tendrá un plazo de treinta días para presentar la solicitud de Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas contado a partir del inicio de la vigencia del presente ordenamiento. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, (Coordinador), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. María del Rosario Bustos Butrón,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, Dip. Norma Alicia Delgado Ortiz, Dip. José Luís Moreno Aguirre, Dip Edmundo Gómez Garza (Coordinador), Dip. Samuel Acevedo Flores, Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández y Dip. Juan Alfredo Botello Nájera.    En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 6 de mayo de 2014.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.RICARDO LOPEZ CAMPOS

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARIA DEL ROSARIO BUSTOS BUITRON


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. SIMON HIRAM VARGAS HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. NORMA ALICIA DELGADO ORTIZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE LUIS MORENO AGUIRRE


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. SAMUEL ACEVEDO FLORES


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. CUAUTHEMOC ARZOLA HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE ALFREDO BOTELLO NAJERA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. RICARDO LOPEZ CAMPOS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto por el que se reforma el Código Penal en materia de Desaparición de Personas, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 25 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa de decreto por el que se reforma el Código Penal en materia de Desaparición, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 61 y 68 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de decreto por el que se reforma el Código Penal en materia de Desaparición, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La desaparición de personas constituye la más grave violación a los Derechos Humanos en México. Es, además, una terrible tragedia humanitaria que gobiernos y sociedades deben reconocer y afrontar para garantizar la vida e integridad de las  personas. Nuestra comunidad no puede tener descanso mientras una sola familia sufra la ausencia de cualquiera de sus miembros. 

El Estado mexicano está obligado a reconocer esta problemática. Y eso significa tomar las medidas apropiadas, conforme a estándares internacionales, para garantizar los derechos fundamentales de todos, incluidas las personas desaparecidas. Significa también destinar todos los recursos que hagan falta, diseñar el marco jurídico adecuado e instrumentar políticas eficaces para garantizar la búsqueda efectiva de quienes han sido separados de sus familias y para que la sociedad entera pueda acceder a la verdad, a la justicia, a la atención especializada y a la reparación integral. 

Desde el inicio de mi mandato reconocí la dimensión de este problema conforme a las recomendaciones del Informe de Misión a México del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones Unidas. 

En todo momento he puesto mi interés y he empeñado, sin ambigüedades, mi voluntad política para construir con las familias, en especial con el colectivo FUUNDEC, una política de Estado que atienda las tres problemáticas centrales que abarcan el fenómeno de las personas desaparecidas: la búsqueda e investigación científica, la atención integral a las familias y la armonización legislativa. Estoy convencido que debemos seguir trabajando en esta ruta para buscar a las personas desaparecidas y para ofrecer respuestas que pongan fin a la zozobra de quienes sufren la ausencia de un familiar. 

En mi Gobierno se ha ido construyendo con las familias de FUUNDEC propuestas integrales de solución a este problema. Esta iniciativa legislativa es ejemplo de ello. Es fruto no solo de la lucha por los derechos de las personas desaparecidas, sino sobre todo lo que hemos construido en Coahuila es producto de la participación, deliberación  y acuerdo social con las familias. Ha sido, a mi juicio, el proceso de aprendizaje más relevante que el Estado mexicano ha realizado en materia de personas desaparecidas y ello se debe, en gran medida, al acompañamiento de las familias de las personas desaparecidas. 

Esta iniciativa pretende ser el punto de partida para que el Estado mexicano comience a construir bajo los estándares internacionales el marco jurídico que se requiere para atender esta problemática de violación de los derechos humanos. La prioridad que todos compartimos reside en la idea de diseñar e instrumentar medidas eficaces para buscar a las personas desaparecidas y atender las justas demandas de sus familias. Si todos nos concentramos en este objetivo no nos equivocaremos. Mi Gobierno no tiene dudas al respecto. 

Por todo ello, la presente iniciativa en el que han participado las familias, los expertos en la materia, el Grupo de Trabajo Autónomo en Coahuila y el acompañamiento de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos en México, constituye no solo un gran ejemplo de construcción social sino también la base fundamental para edificar las leyes y las acciones de gobierno que configuren la política pública del Estado mexicano que se requieren en la actualidad para atender y resolver las desapariciones en México. 

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa de reforma al Código Penal, quienes aquí dictaminamos coincidimos con la necesidad de realizar la presente modificación al artículo 100, 212 BIS y los  artículos 212 BIS 1,212 BIS 2, 212 BIS 3, 212 BIS 4, 212 BIS 5 y 212 BIS 6;  a fin de armonizar su contenido con la reforma constitucional del artículo 7 para garantizar que en el marco normativo estatal se reconozcan los derechos y garantías necesarias en materia de desaparición forzada cumpliendo con ello con las recomendaciones establecidas por la Organización de las Naciones Unidas en materia sobre las desapariciones.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el numeral 2 del artículo 100, los párrafos primero, cuarto y quinto del artículo 212 BIS, el encabezado y el párrafo primero del artículo 212 BIS 1, los artículos 212 BIS 2, 212 BIS 3, 212 BIS 4, 212 BIS 5 y 212 BIS 6; se deroga el segundo párrafo del artículo 174; se adiciona el párrafo tercero al artículo 212 BIS, recorriéndose los ulteriores, todos del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:
ARTÍCULO 100. (DURACIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN) … 
… 
1) … 
2) Desaparición de personas del artículo 212 BIS. 
3) a 15)…
… 
… 
… 
ARTÍCULO 174. (EFECTOS Y PAUTAS DE LA PRESCRIPCIÓN) … 
… 
Se deroga. 
… 
… 
ARTÍCULO 212 BIS. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE DESAPARICIÓN DE PERSONA. Se aplicará una pena de veinte a sesenta años de prisión, además de la destitución e inhabilitación de forma vitalicia para el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos, al servidor público que detenga, arreste, aprehenda o prive de la libertad, cualquiera que fuere su forma a una o varias personas, o bien autorice, ordene, apoye o consienta que otros lo hagan, seguida del ocultamiento del paradero de la persona o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad, sustrayéndola con ello de la protección de la ley. 
… 
Se le aplicará una pena de diez a cuarenta años de prisión a quien incurra en la conducta anteriormente descrita, cuando sea obra de personas o grupos de personas que actúen sin la autorización, el apoyo o el consentimiento del Estado. 
… 
Los delitos a que se refiere este artículo son de ejecución permanente hasta que se esclarezca el paradero de la víctima. 
La acción penal derivada de los delitos a que se refiere este artículo y la pena que se imponga judicialmente al responsable, no estarán sujetas a prescripción. 
… 
ARTÍCULO 212 BIS 1. CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES DEL DELITO DE DESAPARICIÓN DE PERSONAS. 
A quien cometa el delito de desaparición de personas, se le incrementará la pena de prisión en una mitad de la que le corresponda, cuando: 
I. a V. … 
ARTÍCULO 212 BIS 2. SANCIONES PARA QUIEN OCULTE AL INFANTE QUE NAZCA DURANTE LA DESAPARICIÓN DE LA MADRE. A quien retenga, mantenga oculto, o no entregue a su familia al infante que nazca durante el período de desaparición de la madre se le impondrá una pena de diez a veinte años de prisión. 
ARTÍCULO 212 BIS 3. SANCIONES PARA QUIEN CONOCIENDO EL PARADERO DEL INFANTE NACIDO DURANTE LA DESAPARICIÓN DE LA MADRE NO PROPORCIONE INFORMACIÓN PARA SU LOCALIZACIÓN. A quien conociendo el paradero o destino final del infante que nazca durante el período de la desaparición de la madre, no proporcione información para su localización se le aplicará una pena de dos a cinco años de prisión. 
ARTÍCULO 212 BIS 4. AMNISTÍA, PERDÓN Y OTROS BENEFICIOS QUE LAS LEYES ESTABLECEN PARA EL DELITO DE DESAPARICIÓN DE PERSONAS. Quien cometa el delito de desaparición de personas no tendrá derecho a gozar del perdón, conmutación de sanciones, remisión parcial de la pena, tratamiento preliberacional, libertad preparatoria, amnistía, indulto o cualquier otro beneficio que las leyes respectivas establezcan, salvo el caso estipulado en el artículo 212 BIS. Tampoco se le considerará de carácter político para los efectos de extradición. 
ARTÍCULO 212 BIS 5. EXCLUYENTES DEL DELITO DE DESAPARICIÓN DE PERSONAS. No podrán invocarse como causas excluyentes del delito de desaparición de personas, la obediencia por razones de jerarquía, las órdenes o instrucciones recibidas por superiores o circunstancias como inseguridad pública, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergencia. 
ARTÍCULO 212 BIS 6. SANCIONES PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE 
OBSTRUYAN LA INVESTIGACIÓN. Los servidores públicos que teniendo a su cargo la investigación del delito de desaparición de persona o sus auxiliares, evidentemente la obstruyan o eviten hacerla, se les aplicará una pena de cinco a diez años de prisión además de la inhabilitación vitalicia para el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos.
T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. El Ministerio Público y los jueces penales del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán capacitarse conforme a los estándares internacionales del delito de persona desaparecida, para garantizar de manera adecuada una búsqueda, persecución y sanción del delito. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, (Coordinador), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. María del Rosario Bustos Butrón,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, Dip. Norma Alicia Delgado Ortiz, Dip. José Luís Moreno Aguirre  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 6 de mayo de 2014.
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PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO SOBRE LA INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL QUE SE INFORMARÁ DE LA INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO Y SEGURIDAD QUE SE TIENEN EN LAS MINAS DEL ESTADO DE COAHUILA. 

En sesión celebrada el 29 de abril del año en curso, el Diputado Samuel Acevedo Flores presentó ante el Pleno del Congreso, una proposición con Punto de Acuerdo sobre la creación de una Comisión Especial, que se informará de la inspección, vigilancia y control de las condiciones de trabajo y seguridad que se tienen en las minas del Estado. 

Al someterse a consideración dicha proposición, el Pleno del Congreso aprobó la creación de la mencionada Comisión Especial, precisándose que su objeto sería el señalado en el enunciado de la misma y estableciéndose también que la Quincuagésima Novena Legislatura, inicie los trabajos correspondientes, para promover reformas a nivel federal, sobre aspectos relacionados con su cometido.

Atendiendo a lo previsto en la Ley Orgánica del Congreso, este Punto de Acuerdo se turnó a la Presidencia de la Junta de Gobierno, a fin de que se considerara la presentación de una propuesta del propio órgano de gobierno, para la integración de la Comisión Especial cuya creación fue autorizada por el Pleno de esta Legislatura.

Según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Congreso, la Junta de Gobierno tiene atribuida la facultad de proponer al Pleno o a la Diputación Permanente la integración de las Comisiones Especiales.

En virtud de lo anterior y conforme a lo dispuesto en los Artículos 61, 62, 63, 217 y 221 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, los integrantes de la Junta de Gobierno determinamos someter a la aprobación del Pleno del Congreso, una propuesta para la integración de dicha Comisión, en los siguientes términos:

PROPUESTA DE ACUERDO
PRIMERO.- La Quincuagésima Novena Legislatura aprueba que la Comisión Especial que se informará sobre la inspección, vigilancia y control de las condiciones de trabajo y seguridad que se tienen en las minas del Estado, cuya creación fue aprobada por el Pleno del Congreso en sesión celebrada el 29 de abril de 2014, se integre en la siguiente forma: Diputado Fernando de la Fuente Villarreal, quien será el Coordinador de la misma; Diputado Samuel Acevedo Flores, Secretario; Diputada Florestela Rentería Medina; Diputada Ana María Boone Godoy, Diputado Norberto Ríos Pérez, Diputado Edmundo Gómez Garza, Diputado Cuauhtémoc Arzola Hernández, Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez y Diputado José Luis Moreno Aguirre.  

SEGUNDO.- Conforme a lo aprobado por el Pleno del Congreso, el objeto de esta Comisión Especial, como se señala en el enunciado de la misma, será el de informarse sobre la inspección, vigilancia y control de las condiciones de trabajo y seguridad que se tienen en las minas del Estado. 

Asimismo, la Quincuagésima Novena Legislatura deberá considerar que se inicien los trabajos correspondientes, para presentar reformas a nivel federal, que versen sobre los siguientes puntos:

a) Que permitan a las autoridades locales actuar coactivamente, y facultarlas  para hacer cumplir los ordenamientos en la materia, incluso, hasta clausurar la fuente de trabajo que no cumpla con la normativa.
b)  Que prevean figuras penales que permitan inhibir conductas que lesionan los más altos intereses de  la sociedad, tales como la dignidad, la salud y la vida de los trabajadores mineros.
c) Que pudieran conducir  a la prohibición de trabajo en los tiros verticales de carbón.
TERCERO.- La Comisión Especial acordará y programará lo que estime necesario y procedente para su funcionamiento y el debido cumplimiento de su cometido, observando las disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, que regulan el funcionamiento de las Comisiones Dictaminadoras Permanentes y Especiales, así como los acuerdos que apruebe el Pleno del Congreso o la Diputación Permanente, para el desarrollo de sus trabajos.
CUARTO.- Los integrantes de esta Comisión Especial, serán convocados por el Coordinador de la misma, para el efecto de iniciar el desarrollo de sus trabajos.

QUINTO.- Una vez que la referida Comisión Especial cumpla con el cometido que se le asignó conforme a lo aprobado por el Pleno del Congreso, se dará por concluido su funcionamiento y se hará la declaratoria correspondiente.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 6 DE MAYO DE 2014.

POR LA JUNTA DE GOBIERNO

DIPUTADO ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO.

PRESIDENTE.

DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ.

DIPUTADO NORBERTO RÍOS PÉREZ.

DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.

DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ.

DIPUTADA NORMA ALICIA DELGADO ORTIZ.

DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES.

proposición con pUNTO DE ACUERDO que PLANTEA el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, COORDINADOR del Grupo Parlamentario "Jorge González Torres" del Partido Verde Ecologista de México, con OBJeTO DE QUE ESTA SOBERANIA respetuosamente solicite AL TITULAR de lA ESTACION TORREÓN DE LA POLICIA FEDEral ASÍ COMO AL AYUNTAMIENTO DE TORREON PARA QUE EN CONJUNTO  evalueN la posibilidad de QUE SEA  cedIDO el tramo de la carretera 30, CONOCIDO COMO torreon-san pedro al municipio YA QUE SE ENCUENTRA DENTRO DE LA MANCHA URBANA  asi  mismo se inicien de inmediato labores de inspección en coordinación con el mismo municipio. 

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA

PRESENTE.- 


Durante el mes de abril, en diversos medios de comunicación pudimos ser testigos de varios accidentes que tuvieron trágicas consecuencias en la carretera Torreón-San Pedro. Ello motivo al Alcalde Miguel Ángel Riquelme a tomar medidas para tratar de frenar el incremento de accidentes en este tramo; girando instrucciones precisas a varias direcciones de su administración para que en conjunto realizaran acciones como el cerrar varios retornos en la mencionada vía e incluso se realicen operativos carrusel para buscar que los conductores moderen su velocidad en dicha carretera.

 
El Alcalde además acaba de presentar el programa “Conductor Seguro”, con la finalidad de concientizar a los ciudadanos sobre mejorar la conducta vial y reducir el número de accidentes, que trata de informar a la ciudadanía sobre las consecuencias de manejar en estado de ebriedad, sin respetar los límites de velocidad a fin de crear una conciencia de cuidado y por ende una cultura de prevención además de elevadas multas para quienes se encuentren en estos supuestos.

Ante todas estas acciones el Congreso debe brindar un amplio apoyo al Ayuntamiento, solicitando a la Policía Federal en su estación Torreón que se involucre activamente para que cumpla con su función de proteger y servir a la comunidad; no debemos consentir que esto solamente sea responsabilidad del Ayuntamiento al ser un tramo Federal.


Esta situación se agrava aún más porque este paraje antes solitario,  debido al crecimiento de la ciudad se ha rodeado de sectores coloniales y es el camino obligado para jóvenes que acuden a distintas universidades y a pesar de estar ya dentro de la mancha urbana, continua siendo un tramo federal tal como lo establece  el artículo 5 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: Es de jurisdicción federal todo lo relacionado con los caminos, puentes así como el tránsito y los servicios de autotransporte federal que en ellos operan y sus servicios auxiliares.  



Mientras que el reglamento de tránsito en carreteras y puentes de jurisdicción federal, establece en su artículo 4, inciso B: Corresponde a la Secretaría, a través  de la Policía Federal: I.- Preservar la vida  y la integridad física de los usuarios de las vías federales y en su numeral V.- Prevenir hechos de tránsito que tengan como resultado  daños o perjuicios a conductores, pasajeros, peatones o a vías federales.

Con este fundamento la seguridad de los ciudadanos debe estar a cargo de la Policía Federal y no solamente el Municipio de Torreón debe de llevar a cabo acciones tendientes a revertir el número de accidentes en dicho tramo carretero, por este motivo es necesario solicitar a ese destacamento que de manera coordinada realice las acciones necesarias para garantizar la seguridad de conductores así como de habitantes de esta zona para evitar se sigan presentando accidentes con consecuencias lamentables.

Esto con base en el mismo artículo 4, inciso B, numeral X del reglamento de Tránsito en carreteras y puentes de jurisdicción federal; que faculta a la Policía Federal para celebrar convenios  de coordinación  con autoridades Federales, de las Entidades Federativas  y de los Municipios, que tengan por objeto prever los mecanismos que permitan la aplicación y cumplimiento de ese reglamento. 

Las labores de inspección de la policía federal comprenden todas las acciones de seguridad, inspección, control y vigilancia por este motivo es necesario que se analice la posibilidad de ceder este espacio al municipio de Torreón, solo en aras de buscar la seguridad de los ciudadanos. Y la estación Torreón es la encargada de la seguridad de las carreteras que conectan al municipio con otros municipios e incluso con otros Estados.

Los accidentes automovilísticos representan la primera causa de muerte y orfandad  entre los 5 y 14 años de edad, y la primera de fallecimiento entre los jóvenes del país, según datos de la Secretaría de Salud federal. Por ello es de vital importancia que mientras se analiza la viabilidad de la cesión de ese tramo carretero, la Policía Federal trabaje en conjunto con la Policía Municipal de Torreón para lograr un verdadero cuidado de la integridad física de los usuarios de dicha carretera. 

Por las razones ya expuestas, presento como de urgente y obvia resolución la siguiente:
Proposición con Punto de Acuerdo:

PRIMERO.- Que esta soberanía, respetuosamente solicite a la Titular de la Estación Torreón de la Policía Federal así como al Ayuntamiento de Torreón, evalúen conjuntamente la posibilidad de que sea cedido el tramo de la carretera 30 mejor conocido como Torreón-San Pedro que se encuentra dentro de la mancha urbana. 

SEGUNDO.- Que esta soberanía, respetuosamente solicite a la Titular de la Estación Torreón de la Policía Federal que mientras la posibilidad planteada en el punto anterior se analiza,  inicien de inmediato labores de inspección en coordinación con el mismo Municipio.

 
Saltillo, Coahuila; a 06 de Mayo de 2014.

ATENTAMENTE
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZALEZ TORRES”
DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN" DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, CON RELACIÓN A QUE ESTE H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SE ADHIERA A LOS PLANTEAMIENTOS SEÑALADOS POR EL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, EN LA SESIÓN SOLEMNE DE ESTE CONGRESO CELEBRADA EL PASADO PRIMERO DE MAYO, EN RELACIÓN A LLEVAR A CABO LAS REFORMAS NECESARIAS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA QUE SITÚEN A NUESTRA ENTIDAD COMO GARANTE DEL PLENO ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA.  

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

Compañeras y compañeros Diputados;

Desde el inicio de la presente Legislatura nos comprometimos hacerle frente a las problemáticas y situaciones relacionadas con los asuntos y demandas ciudadanas en materia de Transparencia, de Acceso a la Información y de Rendición de Cuentas. Nuestro esfuerzo siempre ha y seguirá tenido como finalidad, brindarle a las y los ciudadanos, información precisa, clara y veraz acerca de la situación del Estado y de sus Municipios.

Como ciudadano coahuilense y, como Legislador, me siento orgulloso de que este gran esfuerzo emprendido desde 2012, hoy esté rindiendo sus primeros frutos, puesto que Coahuila ha sido señalado por el “Índice del Derecho de Acceso a la Información en México (IDAIM)”, como Segundo Lugar Nacional en Materia de Transparencia. Dicho instrumento mide la calidad de las Leyes de Transparencia en México con relación a las mejores prácticas nacionales e internacionales en la materia.

Distinción en la que todos nosotros, conjutamente con el Gobierno del Estado, hemos contribuido y por la cual estoy seguro seremos recordados por nuestra disposición y voluntad irrestricta para llevar de manera conjunta con el Ejecutivo Estatal, las iniciativas, reformas y acuerdos que han fincado las bases legales para la Transparencia y el Acceso a la Información en nuestro Estado. 

Asumir la responsabilidad de formar gobiernos transparentes no es trabajo fácil, hemos sido testigos de cambios drásticos y apresurados que han causado gran polémica en la ciudadanía, pero nuestro Gobernador, Licenciado Rubén Moreira Valdez, se ha mantenido firme en la idea de que la realidad social que nuestros conciudadanos vivían, necesitaba adecuar los marcos normativos de manera contundente, así como iniciar un proceso paralelo y transversal donde la transparencia y la vigilancia del trabajo de los entes públicos se constituyeran como los elementos ciudadanos que garantizaran no sólo el buen funcionamiento del gobierno, sino que permitieran medir su desempeño.  Es momento de que el Poder Legislativo asuma como propio este reto y ordene, adecue y permita la evaluación del desempeño eficiente de todos los entes públicos y privados establecidos en Coahuila.

Merece nuestra atención las acciones que ahora pretende emprender el Gobernador Rubén Moreira Valdez y su Gabinete, en la cual comparto su visión en los temas de Transparencia y Acceso a la Información hacia las situaciones comunes que viven a diario las y los coahuilenses. Tal como lo expresó el pasado primero de mayo, al manifestar la necesidad de conocer los datos sobre el servicio de Seguridad Social para las y  los trabajadores de todos los niveles de gobierno y vigilar que todos ellos se encuentren en un sistema pensionario sustentable y que nunca corra el riesgo de perderse. Es en temas como este donde la transparencia se convierte en signo vital para prever situaciones y no condicionar ningún servicio público a la ciudadanía.

Es entonces que veo como indispensable, que nosotros como Diputados, asumamos el compromiso de distinguirnos como una Legislatura que lleve como estandarte la Transparencia y Rendición de Cuentas, a fin de garantizarle a la ciudadanía su derecho al Acceso a la Información Pública y así continuar la sinergia con los trabajos realizados por el Gobernador de nuestro Estado, Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, de hacer de Coahuila, un Estado transparente en toda su Administración Pública.

Trabajos que han convertido a Coahuila de Zaragoza en uno de los Estados más transparentes en la actual Administración, cumpliendo con más del 93% de los estándares de Transparencia y realizando tareas como lo son; darle facultades al Instituto Coahuilense de Acceso a la  Información Pública (ICAI), para la aplicación de sanciones económicas a los sujetos obligados para rendir información pública, la entrega mensual del informe financiero de parte del Ejecutivo al Congreso del Estado, y el acceso a internet de los procesos de licitación de obra pública, entre otras.

Asimismo, gracias a estos trabajos, este Honorable Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, ha aprobado e instaurado una nueva Comisión Permanente de Transparencia y Rendición de Cuentas, la cual cumplirá con la función de analizar todas las propuestas, acciones, iniciativas y reformas en materia de transparencia. Todo esto en respuesta a la necesidad ciudadana de información  pública veraz y objetiva, en donde se exprese el funcionamiento de los entes públicos y el buen uso de los recursos y aportaciones con las que cumplen las y los coahuilenses.

El compartir la visión panorámica y futurista del Gobernador del Estado, revolucionará nuestro entorno y con ello, comprenderemos que la Transparencia no se limita a ser un elemento preventivo de la  corrupción, sino que es fundamental para identificar las necesidades y problemáticas de la ciudadanía, y por las cuales nosotros debemos hacer causa común con el fin de darles una atención rápida al proponer, analizar y dictaminar soluciones para las mismas.

Estoy convencido de que trabajando en conjunto, Poder Ejecutivo y Legislativo, lograremos hacerle frente a los fantasmas de la desinformación, la información confusa y la incertidumbre en la fuente de origen de los datos, los cuales comprometen el desarrollo económico, político y social de nuestra Entidad y que al erradicarlos seremos un referente nacional a corto plazo, hablando sólo con lo que es, y no lo que pensamos que debe ser.

Compañeras y Compañeros Diputados, les hago un atento llamado a unirnos a los esfuerzos del Gobernador del Estado, Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, y a adoptar sus inquietudes como propias, con el objetivo de establecer los mecanismos, lineamientos y acciones orientadas a que todos los Sujetos Obligados, cumplan con su deber de mantener informada a la ciudadanía sobre los planes y acciones gubernamentales que se realizan en el Estado de Coahuila.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22, fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante este H. Pleno del Congreso del Estado la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Mismo que por las características del caso solicito sea tramitado de urgente y obvia resolución. 

Ú N I C O: Que este H. Pleno del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se adhiera a los Planteamientos señalados por el Titular del Ejecutivo del Estado, Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, con relación a llevar a cabo las reformas necesarias en materia de Transparencia que sitúen a nuestra Entidad como garante del Pleno Acceso a la Información Pública.  

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 06 días del mes de Mayo de 2014.
ATENTAMENTE

___________________________________

Diputado Simón Hiram Vargas Hernández

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

“APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN
PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA FLORESTELA RENTERÍA MEDINA DEL GRUPO PARLAMENTARIO "PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CON RELACIÓN A LA CONSULTA INFANTIL Y JUVENIL EN EL ESTADO”
Compañeras y Compañeros Diputados:
Los niños y jóvenes mexicanos son, sin tener que pensarlo dos veces, los herederos de la voluntad patriótica y el espíritu revolucionario que han forjado a nuestro México, además de naturalmente ser quienes continuarán con la construcción de una mejor Nación, también son la razón de todos los padres y madres del país de dar lo mejor de sí cada día y trabajar de forma incansable para garantizarles las oportunidades y derechos que merecen.
Así como en todo el país, en nuestro Estado el bienestar de las futuras generaciones siempre ha sido la prioridad en todas las políticas públicas y legislación, y todos los actos de los Poderes Públicos de Coahuila de Zaragoza siempre  buscarán la protección de los derechos  de los niñas, niños, y jóvenes por ser nuestro presente peros sobre todo por nuestros futuros ciudadanos del Estado.
En este sentido, es justo reconocer que aquí en el Estado, el Poder Legislativo  celebró a inicios del mes pasado la novena edición del Congreso Infantil, actividad anual en la que niñas y niños Coahuilenses se convierten en legisladores, y presentan en este mismo Pleno sus más sentidas necesidades y peticiones para tener una mejor calidad de vida y un futuro próspero y satisfactorio; además, ya se encuentra programado para los días 20, 21 y 22 de Mayo el Séptimo Congreso Juvenil, ejercicio de similar mecánica pero con el objetivo de elevar a la agenda política estatal las opiniones y argumentos de la juventud.
En Coahuila siempre se ha tenido  un compromiso innegable con los menores de edad, el cual se vio materializado al ser decretado el 2014 como el año de las y los jóvenes coahuilenses, incentivando la labor del Ejecutivo en apoyo a la juventud y la priorización de legislación en beneficio al mismo sector poblacional; esta coyuntura no podría ser posible sin la propuesta y visión del Gobernador del Estado Rubén Moreira Valdéz, quien solicitó a este Poder Legislativo que el presente año fuera distinguido de esta forma.
Teniendo presente lo anterior, y dada la proximidad del Proceso Electoral para renovar este Congreso del Estado, es importante considerar que las y los jóvenes de nuestro Estado tienen una participación especial en las elecciones a través de las Consultas Infantiles y Juveniles, ejercicio democrático en el que los menores de edad pueden emitir su opinión sobre diversos temas; en el Proceso Electoral 2013, la elección juvenil se centró a delimitar la importancia de los valores cívicos.

La celebración tanto de los Congresos Infantil y Juvenil, así como de la Consulta Infantil y Juvenil en los Procesos Electorales han sido, a la fecha, eventos de innegable importancia, aunque sin relación el uno con el otro; las propuestas presentadas por los jóvenes en las Legislaturas juveniles carecen de seguimiento después del ejercicio parlamentario, y las Consultas, si bien cuentan con cierta legitimidad por su virtud democrática, se realizan sobre opciones a elegir seleccionadas por adultos para jóvenes, por lo que no representan un pensamiento realmente emanado de la juventud coahuilense, sino una opinión sobre las opciones que los adultos les presentan. 
Teniendo en consideración que son la niñez y juventud del Estado quienes presentan sus planteamientos en este Palacio Legislativo en sus respectivos Congresos, y que son ellos mismos quienes tienen derecho a sufragar en la Consulta infantil y Juvenil, ambas actividades se fortalecerían de manera exponencial si se construye una sinergia entre las mismas, permitiendo que sean las mismas propuestas presentadas por los menores en los Congresos las opciones que sean presentadas en la Consultas realizada dentro del Proceso Electoral.
Esta propuesta haría aún más trascendental la participación juvenil en el Estado, al elevar la importancia de los trabajos realizados por los Diputados Infantiles y Juveniles, a la vez que se  presenta a los niños y jóvenes que acuden a las casillas para menores de edad propuestas con una visión pura y noble, elaboradas en sesiones colegiadas por personas de su misma edad.
Es por todo lo anterior, y por considerarlo como de urgente y obvia resolución, que en ejercicio de mis funciones como Diputada integrante de este Congreso del Estado y con fundamento en los artículos aplicables de la Ley Orgánica de este Poder Legislativo, me permito someter la siguiente:
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO
ÚNICO: Que en el marco de la celebración del Día del Niño, esta Legislatura envíe un atento oficio al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, en el que le solicite que las propuestas presentadas en los Congresos Infantil y Juvenil sean analizadas y contempladas como opciones para la Consulta Infantil y Juvenil a realizarse en la próxima elección.
Saltillo, Coahuila, a 06 de Mayo de 2014
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE
FLORES DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL”
DIP. FLORESTELA RENTERÍA MEDINA
PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO CUAUHTÉMOC ARZOLA HERNÁNDEZ, POR EL QUE SE SOLICITA RESPETUOSAMENTE AL DIRECTOR GENERAL DE INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), SE CREE UNA MAYOR INFRAESTRUCTURA EN MATERIA DE SALUD EN COAHUILA, ESPECIALMENTE EN LAS CIUDADES DE ACUÑA, PIEDRAS NEGRAS Y NAVA, CON LA FINALIDAD DE OTORGAR UNA EFECTIVA COBERTURA DE ESTE SERVICIO A SUS DERECHOHABIENTES.  

El 1 de mayo de 2014 celebramos una Sesión Solemne para conmemorar el Día del Trabajo.

En esta Sesión el Gobernador del Estado manifestó la preocupación que existe en la dirigencia obrera de la entidad, de la insuficiencia de seguridad social que impera en algunas regiones del Estado, concretamente la falta de clínicas en Acuña, Piedras Negras y Nava.

Señaló además, que si hoy no se da abasto para cubrir las necesidades existentes en materia de seguridad social en estas regiones, mucho menos sucederá dentro de unos años si no nos lo proponemos y no hacemos algo en forma emergente.

En coincidencia con lo anterior, desde esta máxima tribuna del Estado he presentado sendas Proposiciones con Punto de Acuerdo haciendo notar esta grave situación y solicitando a su vez una mayor cobertura de seguridad social.

Compañeras y compañeros Diputados, el escenario en materia de seguridad social es verdaderamente preocupante, y para dar mayor claridad a lo que afirmo les comparto algunas de las cifras que me han proporcionado en el sector salud del Estado.

Al 2012 la población en Coahuila era de 2 millones 748 mil 391 habitantes, de los cuales 1 millón 551 mil 456 aparecen como derechohabientes del IMSS, una derechohabiencia sumamente alta.

Y nada más para que se den una idea de la carencia que tenemos en Acuña les comento que más de la mitad de la población son derochohabientes del IMSS, en efecto, de una población registrada al 2012 que era de 136 mil 755 habitantes, 83 mil 716 estaban incorporados en el IMSS.

Estas cifras seguramente al día de hoy han aumentado, ya que al ser Acuña un constante destino de nuevas inversiones, la clase obrera se incrementa  en igual medida. Y esto sucede de igual forma en otras regiones del Estado como en Piedras Negras y Nava, Coahuila, por mencionar algunas, en las que se registran cifras similares a las que me he referido anteriormente. 

En base a lo anterior es evidente que las clínicas del IMSS que se ubican tanto en Acuña como en Piedras Negras están totalmente rebasadas, dada la alta demanda que existe en estas regiones.

Si a lo anterior se suman los derechohabientes de los cinco manantiales que comúnmente se trasladan a la clínica del IMSS ubicada en Piedras Negras, podremos entender que el problema es aún mayor.

En este sentido, compartimos plenamente la preocupación que manifestó el Gobernador del Estado en el rubro de seguridad social, por lo que en apoyo a ello, consideramos oportuno solicitarle al Director General del IMSS revise a la brevedad posible la infraestructura en materia de salud que existe en Coahuila, especialmente en las ciudades de Acuña, Piedras Negras y Nava, con la finalidad de otorgar una mayor cobertura de este servicio a los derechohabientes del IMSS.  
Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante este H. Pleno del Congreso, la siguiente:

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

ÚNICO: QUE ESTE H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SOLICITE RESPETUOSAMENTE AL DIRECTOR GENERAL DE INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), SE CREE UNA MAYOR INFRAESTRUCTURA EN MATERIA DE SALUD EN COAHUILA, ESPECIALMENTE EN LAS CIUDADES DE ACUÑA, PIEDRAS NEGRAS Y NAVA, CON LA FINALIDAD DE OTORGAR UNA EFECTIVA COBERTURA DE ESTE SERVICIO A SUS DERECHOHABIENTES.  

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 5 de mayo de 2014

Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández.
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ PROFRA. DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES A INCLUIR A SALTILLO EN EL PROYECTO DE INSTALAR UN TREN RAPIDO DE PASAJEROS EN LA RUTA MÉXICO-MONTERREY.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.-

El suscrito Diputado Manolo Jiménez Salinas, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presenta ante este Pleno, la siguiente Proposición con Punto de Acuerdo.

                                              MOTIVOS DE ESTA PROPOSICIÓN. 

Con la finalidad de agilizar el tráfico de personas desde y hacia la ciudad de México, el gobierno federal ha diseñado un programa de modernización ferroviaria, el que con la participación del sector privado creará rutas de pasajeros del Distrito Federal hacia el norte del país, a Toluca, y de la misma manera se contemplan también rutas enfocadas al turismo en el sureste de la República. 

El proyecto que ya se encuentra definido es el de México-Querétaro, que requerirá de una inversión total de 43,579 millones de pesos;  y donde el costo por el recorrido de una hora por los 209.2 kilómetros podría ser de 300 pesos, de acuerdo con los detalles dados a principios del mes de abril. Con una velocidad promedio en el recorrido de 217 kilómetros por hora.

De acuerdo a lo informado la semana pasada por Pablo Suárez Coello, director general de Transporte Ferroviario y Multimodal de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT)."El proyecto del tren México-Querétaro es apenas la primera parte de un proyecto mucho mayor, que primero (se ampliará) a Guadalajara y, posteriormente, a Monterrey", 

Este mismo funcionario señaló que la conclusión del tramo México-Querétaro está contemplada para antes de que concluya el actual sexenio e, inmediatamente, iniciar la construcción hacia las otras ciudades señaladas.

Con lo anterior se abre una gran oportunidad para que la capital de Coahuila pueda ser incorporada a la ruta México-Monterrey y pueda volver a contar con una opción más de transporte hacia la ciudad de México, mismo que ya tuvo hasta principios de las década de los noventa, del siglo pasado.

Las características que están contempladas en la nueva modalidad ferroviaria, podrían permitir un tiempo de recorrido entre Saltillo y la ciudad de México de entre cuatro y cinco horas, lo cual sería sumamente atractivo para muchas personas que podrían tener una opción que resultara intermedia en costo y tiempo entre el traslado en autobús y en avión.

La fortaleza económica de la región sureste, su propio volumen poblacional, y su potencial de crecimiento, son factores positivos que deben ser tomados en cuenta para incluir a esta ciudad como un punto de embarque y desembarque de pasaje, en la ruta ferroviaria México- Monterrey, para contribuir a aumentar sus beneficios y  aportar a la sustentabilidad financiera de la misma.

En base a  todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía, la siguiente:

                                   PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

                  Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

PRIMERO: QUE ESTE CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA EXHORTE A LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES A INCLUIR A SALTILLO EN EL PROYECTO DE INSTALAR UN TREN RAPIDO DE PASAJEROS EN LA RUTA MÉXICO-MONTERREY. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA. A 6 DE MAYO DE 2014.

ATENTAMENTE.

 DIP. MANOLO JIMÉNEZ SALINAS.
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA EN RELACIÓN A LAS ACCIONES AFIRMATIVAS PRESENTADAS POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DE COAHUILA, LICENCIADO RUBEN MOREIRA VALDEZ, A FAVOR DE LOS TRABAJADORES EN LOS POCITOS DE CARBÓN, EN EL ESTADO DE COAHUILA. 

Mucho se ha traído el tema a esta tribuna de las y los trabajadores en las minas  y los pocitos de carbón en el Estado de Coahuila,  con el fin de proponer y poner en práctica,  acciones positivas para garantizar su seguridad social y estabilidad jurídica, las voces de las familias afectadas  han sido escuchadas, sabemos que hasta el día de hoy, mucho es el camino que se ha recorrido, pero aún resulta insuficiente el poder garantizar la seguridad de las y los trabajadores como de sus familias. 

Actualmente el Licenciado Rubén Moreira Valdez, gobernador constitucional de nuestro  estado,    ha manifestado públicamente su, intención de trabajar en el diseño y la implementación de políticas públicas para desterrar las nefastas prácticas de explotación y discriminación, que sufren las y los trabajadores en los pocitos de carbón que se ubican en el Estado, la seguridad social para todos y todas es su lema;  Lo que me parece muy respetable y pertinente, por lo que es indispensable intervención inmediata de todos los actores políticos, a fin de que en suma de voluntades y desde cada uno de nuestros espacios podamos contribuir a colocar a Coahuila, como un estado prospero de avanzada,  donde se  busca la protección de las y los ciudadanos, pero sobretodo se vela por el respeto de los derechos humanos. 

Ahora bien, por lo que respecta a la manifestación realizada por nuestro Gobernador este pasado primero de mayo que cito “Estamos decididos en este gobierno a seguir insistiendo en mejorar las condiciones laborales de los trabajadores de las minas de carbón, no podemos tolerar una muerte más, no podemos tolerar esa historia de que el patrón tenía dos registros, esa historia de que en ese día, precisamente el día que murieron por casualidad se les estaba registrando en el seguro social”.  Estoy convencido que este es el camino,  cero tolerancia ante la corrupción, impunidad e injusticia laboral, sin duda alguna, el poder proporcionar a los municipios la facultad  precisa y detallada para otorgar los permisos de construcción en la minas, la facultad a protección civil, para la  supervisión y vigilancia de estos centros de trabajo, son acciones afirmativas que buscan que las cosas sucedan, que los responsables no queden impunes, pero sobre todo que obren los mecanismos adecuados desde nuestra competencia, para que exista un responsable,  esta tarea, se realizará a través del Congreso del Estado, es urgente que la Comisión Especial para que se informe sobre  la inspección, vigilancia y control de las condiciones de trabajo y seguridad que se tienen en las minas del Estado de Coahuila, inicie  a la brevedad posible los trabajos correspondientes  a efecto de dar marcha a estas gestiones, es por ello, que la Socialdemocracia a quien me honra representar se pronuncia a favor de estas acciones afirmativas y concretas, planteadas por el Titular del Ejecutivo, con lo que Coahuila avanza. 
La Comisión Especial,  tiene como objetivo principal,  preocuparse y ocuparse del bienestar y la seguridad en pro de las y los trabajadores, quienes forjan a nuestro Estado y lo convierten en una entidad fuerte, grande y llena de hombres y mujeres que son nuestro orgullo y  a quienes nos debemos. Por ello es indispensable e inaplazable poner en marcha todas estas acciones positivas, para ofrecer la protección a las y los trabajadores como  a sus familias. 

Hoy por hoy el gobierno del estado comprometido a procurar justicia a este sector poblacional, se ha pronunciado por la seguridad social para todas y todos, tenemos que procurar que la minería sea una alternativa de trabajo sustentable; reivindicar los recursos mineros de cada región; mejorar las condiciones laborales en las zonas más alejadas y carenciadas; y potenciar la cultura del trabajo como articulador social. 
La inclusión social, y generación de oportunidades laborales,   pero sobre todo el respeto de los derechos humanos y el garantizar las condiciones de seguridad, son los principales motores que deberán impulsar esta jornada de trabajo en pro de la defensa de los derechos de las y los trabajadores en los llamados pocitos de carbón. 
Hoy por hoy, este un tema que debe estar contenido en la agenda pública, pues es una problemática social, que desencadena una serie de dificultades, si no son atendida en tiempo y forma,  las consecuencias serían fatales además de que no es negociable la vida de nuestros ciudadanos.

“Las voluntades débiles se traducen en discursos; las fuertes, en actos.”
Gustavo Le Bon

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza  a  6 de Mayo de 2014  Saltillo, Coahuila.
DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES

La importancia del mensaje del C. Gobernador del Estado, el 1 de mayo, Día del Trabajo, ante el H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

El pasado 1 de Mayo, Día del Internacional del Trabajo, el C. Gobernador del Estado, en la Sesión Solemne de este H. Congreso, conmemorativa de la señalada efeméride, pronunció un mensaje de alto contenido político y social que, dada su indiscutible trascendencia, es digno de analizar desde esta elevada tribuna del pueblo de Coahuila.

En el marco del homenaje a los trabajadores coahuilenses, el C. Gobernador exaltó los méritos de quienes al desempeñar una tarea productiva con dignidad y entrega, están creando la riqueza económica de nuestra entidad e impulsando el desarrollo social de nuestro pueblo. 

En su mensaje el Gobernador reiteró su respaldo a efecto de que las y los trabajadores de los tres órdenes de gobierno puedan gozar cabalmente de amplios y mejores servicios de la seguridad social y de un sistema pensionario digno y sustentable. Rechazó enfáticamente la discriminación de que aún es víctima la mujer coahuilense en su fuente de trabajo; criticó la anticonstitucional contratación como obreros de menores de edad; censuró que las miles de mujeres que trabajan como domésticas en los hogares coahuilenses, que junto con los jornaleros agrícolas carezcan de la protección y apoyo que representa la seguridad social. Finalmente de manera contundente, lamentó la inseguridad y el desamparo en que trabajan, mal pagados, miles de mineros en los llamados “pocitos” en la región carbonífera del Estado.

En este último caso, exhortó a este H. Congreso a discutir la posibilidad de que tanto el gobierno estatal como los municipales puedan participar, como coadyuvantes en materia de protección civil,  en la supervisión de las instalaciones y equipamiento de tal tipo de explotación de carbón.

Estos pronunciamientos del Ejecutivo nos hablan no sólo del cumplimiento de la obligación que es inherente a su cargo, relativa al compromiso de velar por el bienestar del pueblo, sino además del elevado espíritu humanitario de Rubén Moreira por luchar por una mejor calidad de vida y por la defensa de los derechos humanos de todos los coahuilenses.

Un tema de gran actualidad al que se refirió el gobernador fue el referente a la importancia que tiene, en el ámbito económico, a lo que son y significan el crecimiento económico y la competitividad en el mundo cada vez más globalizado en el que nos ha tocado vivir. 

En materia de empleo es necesario advertir, que aunque se afirme que en México sólo está desempleado el 5 % de la fuerza de trabajo, lo cierto es que en nuestras estadísticas se considera empleado al que tiene un trabajo informal, que por su eventualidad y escasa productividad no debiera considerarse como fuerza de trabajo ocupada. Quien trabaja en la informalidad está al margen de la seguridad social, del orden fiscal y de cualquier sistema pensionario, y es tan escaso y eventual su ingreso que prácticamente se trata de un empleo de subsistencia. De ahí que sea tan baja la productividad nacional, uno de los factores negativos en el ámbito de la competitividad.

Crear empleos formales ha de ser el objetivo fundamental. Y ese es precisamente la preocupación del Gobernador cuando nos informa que en su gobierno ya se han creado 50 mil nuevos empleos y la meta es que para el término del sexenio se lleguen a crear 150 mil nuevos empleos en total.  

Al proceso económico mundial lo caracteriza ahora la amplia apertura de las economías nacionales. Hace apenas 25 años, muchas naciones, México entre ellas, practicaban el llamado proteccionismo económico que consistía en desalentar cualquier importación para favorecer a los productores nacionales. Al desempeñarse en mercados cautivos, sólo entraban al mercado mercancías y productos caros y de mala calidad y  recurrentemente se presentaban agudos procesos inflacionarios, por falta de oferta en los mercados. 

La apertura no sólo se dio en el mercadeo de bienes, sino en el desplazamiento tanto de recursos financieros como humanos, en especial en los niveles profesionales, así como en las tecnologías de producción y en la especialización y modernización de cada fase del proceso económico general. 

De modo que, como bien decía el Gobernador, ahora en nuestro mercado local no sólo compiten productos y servicios que vienen de cualquier parte del mundo, sino también en el ámbito profesional compiten despachos de contadores, economistas, empresas hospitalarias, de servicios cibernéticos de transporte aéreo y marítimo, y un largo etcétera que sería imposible mencionar. 

La apertura en México se dio de manera súbita e indiscriminada, lo que causó el cierre de muchas empresas pequeñas o medianas que no pudieron sobrevivir a una competencia desigual frente a productos y servicios provenientes de economías de alto nivel tecnológico y productivo. Fue una etapa difícil y hasta dramática. Sin embargo este es ya un proceso generalizado e irreversible en el que inevitablemente tenemos que desempeñarnos. 

En el anuario 2013 del Instituto para el Desarrollo de la Administración de Lausanne Suiza, en el que se analiza la competitividad en 60 países del mundo, es grato constatar que México ha logrado mejorar su capacidad competitiva. En el ranking mundial que mide el grado de desarrollo de las condiciones generales para la competitividad, México ocupa el lugar 32, siendo sus mejores ventajas el desempeño económico, donde ocupamos el lugar 14 del mundo, dado el buen control de la inflación y la importante recepción de inversión extranjera. En “Eficiencia Gubernamental” México ocupa el lugar 29. Este indicador está compuesto por conceptos tales como finanzas públicas, política fiscal, legislación sobre negocios y estructura institucional.

Donde no andamos muy bien es en el factor “Eficiencia de los negocios”, pues en ese rubro ocupamos el lugar 33, pues son bajas su productividad y eficiencia. Por último, en el concepto “Infraestructura”, o sea todo aquello que está orientado a satisfacer las necesidades de los negocios, andamos mal, pues ocupamos el lugar 49, debido principalmente a nuestras deficiencias en educación y en atraso tecnológico.

Las reformas estructurales son absolutamente necesarias para la modernización y eficacia económica y política de un país que quiera avanzar en este mundo altamente competitivo. El crecimiento económico sigue siendo un prerrequisito precisamente para mejorar la competitividad. A veces las pruebas para la población son duras pero hay que preservar la cohesión social en torno a los objetivos de la competitividad. 

La competitividad es un concepto dinámico. Como todo mundo compite contra todos, eso nos obliga a repensar nuestro papel y nuestra responsabilidad en el mundo de la globalidad. Ahora, a los factores tradicionales de la economía, tenemos que agregar la educación, el conocimiento, la tecnología y muchos elementos intangibles cuya importancia vamos descubriendo a medida que avanza la modernidad. 

John Maynard Jeynes, ilustre economista inglés dijo un día: “La dificultad real no radica sólo en el desarrollo de nuevas ideas, sino en deshacernos de las ideas antiguas”.

El discurso del licenciado Rubén Moreira fue trascendente no tanto por lo que nos dijo, que fue muy importante, sino porque nos hizo reflexionar sobre las sorprendentes y fascinantes complejidades del mundo contemporáneo y el papel y la responsabilidad que los políticos debemos asumir. 
Saltillo Coahuila, a 6 de Mayo de 2014

DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO

PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL





































